
I. ESPAÑA

LA POLÍTICA TRIBUTARIA Y PRESUPUESTARIA
EN 1960 <*>

SUMARIO: 1. Los gastos e ingresos presupuestarios al cierre del ejercicio de J9S0.—2. El
desarrollo del presupuesto en el ejercicio de 1960.—3. Panorama del Derecho tributario posi-

tivo español en ¡960.

1. Los gastos e ingresos presupuestarios al cierre del ejercicio
de 1959.—En anterior ocasión (1) analicé las cifras de gastos e ingresos
presupuestarios para el ejercicio de 1959, sobre la base de las previsio-
nes contenidas en el ((Memorándum» dirigido por el Gobierno español
al Fondo Monetario Internacional y a la Organización Europea de
Cooperación Económica, con fecha 30 de junio de 1959. En dicho «Me-
morándum» se realizaba el ajuste financiero del sector público para 1959,
señalándose una cifra límite de gasto—80.000 millones de pesetas—para
1960. Antes de entrar a considerar el estado del Presupuesto en el ejer-
cicio inmediato pasado, veamos cuáles fueron los resultados de 1959 y
en qué medida se ajustaron a las previsiones gubernamentales del mes
de junio de ese año.

El Cuadro 1 contiene las cifras de gastos e ingresos totales del sec-
tor público, tal como fueron previstas a fines del primer semestre
de 1959 (2).

Como podrá observarse por el Cuadro 2, al cierre del ejercicio
de 1959 se produjo una reducción, tanto de ingresos como de gastos,
sobre las cifras previstas en el mes de junio. El total de créditos auto-

(*) Este trabajo ha sido incluido en el Estudio Económico 1960, del Banco Central, y 60
autor lo puhlira con autorización del Servicio de Estudios Económicos de la mencionada entidad.

(1) VICENTE-ARCHE DOMINGO, V., Aspectos financieros del Plan de estabilización, en «Rev.
de Der. Fin. y de Hac. púb.», núm. 37, págs. 67-301.

(2) Conviene insistir en que los gastos del sector público, con arreglo al Cuadro 1, son
solamente los de L) Administración Central, más aquellos de los Organismos autónomos no
cubiertos con ingresos ordinarios de dichos Organismos. Véase el Estudio Económico ¡959,
del Banco Central, pág. 174 y págs. 190*192, en las que se contienen cálculos de ingresos y
gastos totales del sector público. Cfr. op cit. nota anterior, pág. 75.
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CUADRO 1

L SECTO
(En miles de millones de pesetas)

FINANZAS DEL SECTOR PUBLICO (1) , /

Gasto totaj ............ ................

1958

......... 74,0
.......... 55,7

1959

Estima-
ciones

iniciales

81,7
63,0

Estimacio-
nes del

programa
de esta-

bilización
1959

80,0
66,6

1960

(2) 80,0

Déficit a financiar......... 18,3 18,7

Financiación :
Fondos contrapartida Ayuda Americana. 1,2

6,0
11,1

5,0
__

13,7

4,0
6,0
3 4,4

—

0

{!) Excluyendo Ja financiación de Ja cosecha por el Servicio Nacional del Trigo.
(2) Limite, a no ser Que loa ingresos fiscales excedan de 70.000 millones.
Fuente: Memorándum al Fondo Monetario Internacional y a la Organización Europea de Coope-

ración Económica. Madrid, 1959.

rizados para el ejercicio de 1959—resultado de introducir en los pre-
supuestos del bienio 1958-1959 los aumentos y bajas acordados durante
el ejercicio de 1958 y que debían mantenerse en 1959, más las altera-
ciones en el presupuesto de gastos de 1959, debidas a créditos extraor-
dinarios y suplementarios, traspasos y anulaciones acordadas durante el
ejercicio de 1959—ascendió a 66.846,2 millones de pesetas (3). La cifra
de 64.000 millones que figura en la columna primera del Cuadro 2 es
menor que el total de créditos autorizados, fundamentalmente porque la
dotación de 2.100 millones de pesetas para el Instituto de Crédito para
la Reconstrucción Nacional en el estado letra «C» del Presupuesto, no
fue utilizada, toda vez que la financiación se produjo fuera del mismo.
A pesar de ello, la contracción del gasto presupuestario fue de 4.200
millones de pesetas, cifra ciertamente importante. Según declaraciones
del Ministro de Hacienda el día 6 de marzo de 1960, ello fue debido a
que, como en años anteriores, algunos servicios no gastaron todas sus
consignaciones. El gasto total del sector público se redujo, sobre las
previsiones de julio, desde 80.000 millones de pesetas a 77.100 millones,
o sea en 2.900 millones de pesetas.

En el capítulo de ingresos, el aumento previsto para el año al^for-
mular el plan de estabilización no se produjo, y el estado letra «B» del

(3) Cfr. Información Estadística del Ministerio de Hacienda, Madrid, 1960, pág. 91.
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' Presupuesto se liquidó en diciembre con un total de 63.200 millones de
\ pesetas (63.178,7 millones de pesetas, exactamente, según los datos con.
" tenidos en Información Estadística del Ministerio de Hacienda, 1960,

•, página 39). En el trabajo a que anteriormente me he referido, ya se

CUADRO 2

INGRESOS Y GASTOS DEL SECTOR PUBLICO EN EL AÑO 1959
(En miles de millones de pesetas)

Previsiones Liquidación fin „,,
en julio diciembre Uilerencias

Otros ingresos del sector público:
— Fondos de contrapartida de la Ayuda

— Mercado de capitales (principalmente

64,0
16,0

80,0

66,6

4,0

6,0 13'4
3,4

80,0

59,8
17,3

77,1

63,2

3,8

7,6 13>9

2,5

77,1

(O —4,2
<» +1,3

-2,9

-3,4

-0,2

+1,6 +°'5
—0,9

—2,9

(1) La .partida de 2-100 millones de pesetas que el estado letra- «Cí> preveía, para el Instituto
de Crédito para la Reconstrucción Nacional ha sido financiada mediante Deuda emitida por dicho
organismo, de acuerdo con la autorización contenida en el artículo 10 de la Ley de Presupuestos
de 26 de diciembre de 1957, por lo que ha sido contabilizada entre «otros gastos del sector públi-
co» en lugar de serlo entre los «gastos presupuestarios».

Fuente: Declaraciones del Ministro de Hacienda a la Prensa,, el 5 de enero de 1960.

apuntaba lo difícil que sería alcanzar un monto recaudatorio de 66.600
millones de pesetas, previsto en el Programa de Estabilización (4); la
previsión de entonces, como se ve, ha resultado confirmada y los ingre-
sos presupuestarios sólo superaron en 178,7 millones de pesetas la esti-
mación de 63.000 millones hecha por el Ministerio al inicio de 1959.

Los demás ingresos del sector público también experimentaron al-
gunas variaciones. Los «Fondos de contrapartida de la Ayuda Ameri-
cana» fueron utilizados por un total de 3.800 millones, 200 menos de
los previstos en el mes de julio de 1959. En cambio, el mercado dé ca-
pitales facilitó 7.600 millones de pesetas, es decir, 1.600 millones más
de los previstos, gracias a lo cual el recurso al Banco de España, la

(4) Aspectos financieros..., cit., págs. 76-78.
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«brecha inflacionista» en sentido estricto, se pudo reducir en 900 millo-
nes de pesetas, que fueron financiados, principalmente,'por el ahorro
institucional.

En resumen, y como se observa en el Cuadro 2, el sector público
casi alcanzó en 1959 un equilibrio entre ingresos y gastos a un nivel
inferior al previsto en el mes de julio del mismo (Cuadro 1). El total
de unos y otros disminuyó en casi 3.000 millones de pesetas.

2. El desarrollo del Presupuesto en el ejercicio de 1960.—La des-
tacada ' función del Presupuesto como instrumento de la política eco-
nómica adquiere todavía mayor relieve cuando, como sucede en la ac-
tual coyuntura económica española, sus cifras de ingresos y gastos con-
dicionan las finanzas del sector público. El Ministro de Hacienda, en
su discurso ante las Cortes el 19 de diciembre del pasado año, con
motivo de la presentación, del Presupuesto para el bienio económico
1.9600.961, se expresaba en estos términos: «Es esta visión unitaria de
la política económica la que nos descubre la significación del Presu-
puesto y nos marca su actual importancia. Y si esto es cierto para
todas las situaciones, mucho más tiene que serlo cuando se trata de
perfeccionar un plan de estabilización, donde el ajuste presupuestario

CUADRO 3

PREVISIONES DEL SECTOR PUBLICO
(En miles de millones de pesetas)

Año 1960

ESTIMACIÓN SEGÚN «MEMORÁNDUM
A LA O. E. C. E. Y AL F. M. I.» (junio de 1959)

Declaración
anta las

Cortes del
Ministro de
Hacienda

(diciembre
de 1969)

Gasto total............................ ................................................ (i) 80,0 83,0
Ingresos presupuestarios ......................................................... — 65,7

Déficit a financiar.

Financiación :
Fondos contrapartida de la Ayuda Americana........................ —
Mercado de capitales......................................................... —
Sistema bancario... ................^. ........................................... CZ> O
Nuevos ingresos derivados del Decreto-Ley de 21 de julio de 1959. —

17,3

(2)

5,5
5,5

O
6,3

(1) Límite, a no ser que los ingresos tributarios excedan de 70.000 millones de pesetas.
(2) Excluyendo la financiación de la cosecha por el Servicio Nacional del Trigo.
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—como se indicaba en el discurso del mes de julio de este año—es, a
la vez, punto de partida, pauta del desarrollo y objetivo de cuyo cum-
plimiento depende el éxito o el fracaso del programa.» De aquí que, al
igual que hicimos ya respecto al año 1959, sea obligado encuadrar el
análisis del Presupuesto dentro de las previsiones del sector público
para el ejercicio que acaba de finalizar.

En el Cuadro 3 se realiza una comparación entre las previsiones del
sector público para 1960 en junio y diciembre de 1959. Como puede
observarse, la cifra del gasto total experimentó un aumento de 3.000
millones de pesetas en diciembre de 1959 con respecto a las previsiones
de julio del mismp año. Claro está que el aumento ya se preveía en
función del rendimiento que pudieran proporcionar los recursos tribu-
tarios. Aun cuando las previsiones del estado letra «B» del Presupuesto
para el ejercicio de 1960 sólo se elevaron a 65.700 millones de pesetas,
ya señalé (5) que, siendo inferiores estas cifras a la estimación final
de ingresos presupuestarios para 1959 en 1.000 millones de pesetas, re-
sultaban en cierto modo ilógicas, «teniendo en cuenta, además, que la
idea de rebasar ese volumen informa no sólo el «Memorándum» a la
O. E. C, E. y al F. M. I., sino la propia Ley de Presupuestos. En
efecto, el artículo 3.° de ésta establece : «El superávit de este Presu-

CUADRO 4

PREVISIONES DEL SECTOR PUBLICO
(En miles de millones de pesetas)

Año 1960

Gasto total.................................................... ........................................... 83,0
Ingresos tributarios (1)......................................................... ..................... 72,0

Déficit a financiar.................................... 11,0
Financiación:

Fondos contrapartida de la Ayuda Americana.......................................... 5,5
Mercado de capitales.............................................................................. 5,5'
Sistema bancario....................................................... ............................. (2) O

(1) Los previstos en el estado letra «B» del Presupuesto para el ejercicio de 1960, más los
derivados del Decreto-Ley de 21 de julio de 1959.

(2) Excluyendo la financiación de la cosecha por el Servicio Nacional del Trigo.

puesto, así como los mayores rendimientos que puedan obtenerse en los
ingresos, como consecuencia del desarrollo del plan dispuesto por el
Decreto-Ley de Ordenación Económica de 21 de julio de 1959, se apli-

_(5) Cfr. Aspectos financieros...i cit., pág. 100.
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carán a cubrir las necesidades derivadas del ajuste financiero del sector
público, en la forma prevista en dicho plan.» En la misma página aña-
día el siguiente comentario: «En realidad, el Gobierno espera obtener
en 1960 ingresos ordinarios por un montante aproximado de 70.000
millones de pesetas e incluso superior.» Y así fue, efectivamente, porque
a las cifras de 65.700 millones de ingresos consignada en el Presupuesto
para 1960 hay que añadir los 6.300 millones derivados de los nuevos
ingresos previstos en el Decreto-Ley de 21 de julio de 1959, que no
fueron incluidos en las primeras, lo cual arroja un total de ingresos
presupuestarios de 72.000 millones de pesetas, necesarios, según la po-
lítica gubernamental, para que el gasto total en 1960 superase los 80.000
millones de pesetas.

El Cuadro 3, por tanto, puede dar una representación falsa del ajuste
del sector público para 1960, si se tiene en cuenta que la cifra de
ingresos presupuestarios consignada no es la real. Por ello, la «brecha
inflacionista» en sentido amplio que resulta de ese Cuadro—17.300 mi-
llones—tampoco obedece a ]a realidad, sino que sólo ascendería a 11.000
millones.

El Cuadro 4, en cambio, consigna en sus montantes reales los ingre-
sos tributarios que ha de producir el estado letra «B» del Presupuesto
y, en consecuencia, el déficit resultante es sólo de 11.000 millones de
pesetas, como se ha dicho. A esta cantidad se hace frente con 5.500 mi-
llones proporcionados por el mercado de capitales, y con otros 5.500
millones de los «Fondos de contrapartida de la Ayuda Americana», que-
dando, en consecuencia, anulado el recurso al sistema bancario, es de-
cir, que desaparece de «brecha inflacionista» en sentido estricto.

El Cuadro 5 muestra la marcha de los ingresos y gastos del sector
público en los tres últimos ejercicios. Se observa que para 1960 los gas-
tos presupuestarios del estado letra «A» fueron previstos con un au-
mento aproximado del 12 por 100 (en términos absolutos, 5.900 millo-
nes), y que los gastos de inversión del estado letra «C» se mantienen
al nivel del año anterior. El aumento en el total de gastos obedece a la
necesidad en que se hallaba el Gobierno, al cierre del ejercicio de 1959,
de proceder a estimular la recuperación de la actividad económica me-
diante una expansión moderada del sector público. Ya lo anunció así
el Ministro de Hacienda en sus declaraciones a la Prensa el día 5 de
marzo de 1960. El aumento en el estado letra «A» se debe, fundamen-
talmente, a las dotaciones necesarias para financiar la nueva estructura
de las enseñanzas técnicas—derivada de la Ley de su nombre—, la mo-
dernización de los servicios de correos y telecomunicación y el aumento
de retribuciones al personal militar.

En cambio, los gastos de inversión del sector público, como deci-
mos, permanecen prácticamente estacionarios con relación a 1959. El
volumen de los créditos concedidos en el estado letra «C» del Presu-
puesto y de los fondos extrapresupuestarios concedidos a los Organis-
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CUADRO 5

FINANZAS DEL SECTOR PUBLICO
(En miles de millones de pesetas)

1.
2.

3.

7.

B

9.
10.

11.

12.

13.

77
23.

Ingresos:

Ingresos presupuestarios (letra B).
Fondos de contrapartida de la

Préstamos:
4 Mercados de capitales
5. Bancos comerciales
6 Banco de España

Importe total de los préstamos
(4 + 5 + 6 )

Gastos:

Gastos presupuestarios (letra A).
Gastos presupuestarios indirectos

(letra C)
Total de los gastos presupuesta-

rios
Gastos financiados mediante la

utilización de la contrapartida
de la Ayuda Americana

Gastos de los organismos públicos
y de establecimientos de crédi-
to no financiados por el presu-
puesto

De los cuales:
14. I. N. I

16. Ferrocarriles . ..
17. Establecimientos de crédito

públicos
De los cuales:
18. Crédito industrial
19. Crédito hipotecario
20. Reconstrucción Nacional
21. Varios

Colectividades locales
Otros organismos autónomos

1958

55,7

1 2

60
2 1
90

17 1

74 0

44,5

9,6

54,1

1.2

18,7

7,8
04
o,-2

6,1

0,6
1,1
4,0
0,4
1,4

Previsio-
nes ini-
ciales

63,0

50

13 7

817

51,0

12,0

63,0

5,0

13,7

7,1
1,8

3,2

1 6

1959

Previsio-
nes

de julio

66,6

40

60

q 4

9 4

80 0

52,0

l ^ O

64,0

4,0

12,0

7,1
1,0

2,7

0,6
1,0
0,5
0,6
1,2

Resulta-
dos finales

63,2

38

7 9

25

10 4

77 4

50,0

9,7

59,7

3,8

13,9

7,1
0 3

5,3

0,6
1,0
3.1
0,6
0,8
0,4

1960

Previsio-
nes

72,0

5 5

55

55

83 0

55,9

9,8

65,7

3,7

13,&

7,1

5,2

0,6
0,8

(1)2,7
1,1
1,3

(1) De los cuales 1.6 para los astilleros navales y 1,1 para la construcción de viviendas.
Fuente: Segundo Informe de la O- E. C. E. sobre la Economía Eti-pañola. Madrid, 1960.
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mos autónomos, pasó de 30.000 millones en 1958 a 27.000 millones
en 1959, fijándose en 27.100 millones para 1960. Esta disminución co-
rresponde, en parte, a la reducción de los fondos concedidos a los es-
tablecimientos públicos de crédito, que pasaron de 6.100 millones en
1958 a 5.300 en 1959 y a 5.200 en el Presupuesto de 1960. Los fondos
empleados por el Instituto Nacional de Industria han quedado casi es-
tables, alrededor de 7.000 millones (6).

Los ingresos presupuestarios continúan su ritmo ascensional. Con
relación a 1959, el aumento en términos absolutos es de 8.000 millones
de pesetas, y en términos relativos, del 14 por 100. El superávit del
Presupuesto corriente está calculado en 6.300 millones de pesetas, con-
tra 3.500 que se obtuvieron de excedente en 1959. La nivelación del
sector público, por tanto, continúa basándose en un incremento pro-
gresivo de los ingresos tributarios. Es claro que, en una situación nor-
mal, dicho incremento recaudatorio sólo puede conseguirse por una am-
pliación de los beneficios imponibles que, a su vez, está en función de
la evolución favorable de la coyuntura. El elevado montante alcanzado
por los ingresos presupuestarios en los primeros meses de 1960—como
luego veremos—, durante los cuales no puede decirse que se produjera
precisamente una reactivación espectacular de las actividades económi-
cas, con el consiguiente aumento de beneficios, pone de manifiesto que
el mecanismo recaudatorio español está estructurado de forma tal que
a través de sus técnicas peculiares consigue aumentar los ingresos, sin
que se produzca una elevación paralela en las bases imponibles.

En los primeros meses del ejercicio que acaba de finalizar, el Go-
bierno procuró fomentar la reactivación de la actividad económica me-
diante la realización de gastos extra-presupuestarios. Según datos del
Segundo Informe sobre la economía española, publicado por la
O. E. C. E. en agosto de 1960, la aceleración de estos gastos fue ex-
traordinaria, hasta el punto de que sobre un total de 17.300 millones
previstos para el año (7), 11.700 se habían ya efectuado en los cinco
primeros meses del mismo. La utilización de estos créditos se orientó,
fundamentalmente, a los astilleros navales, vivienda y RENFE, considera-
rados por el Ministerio de Hacienda como los tres problemas más ade-
cuados para activar la demanda de los sectores básicos. La financia-
ción de estos gastos exigió recurrir al Banco de España por un importe
que alcanzaba, a fines de marzo, a cerca de 3.000 millones de pesetas;
sin embargo, estos anticipos han sido reembolsados durante los meses
de abril y mayo, de modo que en mayo el saldo deudor consolidado del
sector público al Banco de España presentaba una reducción de 800
millones en relación al de finales de 1959 (8).

El reembolso de los anticipos del Banco de España fue posible por-

(6) Cfr. Segundo Informe de ¡a O. E. C. E. sobre la economía española, punto 35.
(7) Los 13.600 y 3.700 millones de los renglones 12 y 13 del Cuadro 5.
(8) Cfr. Segundo Informe sobre la economía española, O. E. C. E., punto 36.
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que los ingresos presupuestarios alcanzaron un nivel muy elevado en los
primeros meses del ejercicio. Así, el total de ingresos a final de abril
era ya de 22.323.307.944,91 pesetas, mientras que los pagos realizados
hasta esa misma fecha por el estado letra «A» del Presupuesto sólo as-
cendían a 12.417.229.239,06 y a 3.480.341.487 pesetas por el estado le-
tra «C», en total 15.897.570.726,06 pesetas (9). Esto pone de manifiesto
que los pagos experimentaron un cierto retardo, lo que originó que el
superávit presupuestario previsto al comienzo del ejercicio se alcanzara
ya en el primer cuatrimestre, superponiéndose a la contracción experi-
mentada en la ñnanciación del sector privado.

En el segundo cuatrimestre del año, en cambio, las cifras de ingre-
sos y gastos se aproximaron mucho más, lo que significa que el Gobierno
aceleró el ritmo de los pagos. Estos supusieron en los meses de mayo a
agosto, ambos inclusive, 24.652.280.000 pesetas, y los ingresos, pesetas
26.027.751.000 (10). Se observará, además, que los ingresos tributarios
aumentaron también en más de 2.000 millones de pesetas con relación
al cuatrimestre anterior.

Al cierre del ejercicio, la financiación del sector público experimentó
variaciones de cierta importancia con respecto a las previsiones hechas
al comienzo del año, según se desprende de las estimaciones del Cua-
dro 6. Se observa un aumento de los ingresos presupuestarios de 1.000
millones de pesetas, pues la estimación de los mismos se eleva a 73.000
millones. Los «Fondos de contrapartida de la Ayuda Americana» pro-
porcionaron ingresos por un total de 3.600 millones, es decir, 1.900 mi-
llones menos de los previstos. Y destaca, sobre todo, el aumento expe-
rimentado por la emisión de valores, que casi supone el doble de las
previsiones, pues alcanza 10.000 millones de pesetas. En total, los in-
gresos han sido de 86.600 millones, 3.600 más de los calculados al co-
mienzo del año.

El aumento de la financiación por el mercado de capitales sobre las
cifras previstas ya comenzó, dentro de la etapa de la estabilización, en
1959, año en el que se produjo un incremento de 1.900 millones de
pesetas. En el ejercicio que acaba de finalizar la tendencia ha continua-
do aumentando, y de 5.500 millones previstos se ha pasado a emisiones
por un total de 10.000 millones, como queda dicho. El presupuesto, de
acuerdo con las estimaciones oficiales del Cuadro 6, se cierra con un
incremento en los ingresos tributarios de 9.800 millones de pesetas
y con un superávit de 7.300 millones de pesetas sobre los gastos pre-
vistos inicialmente, y de 6.500 millones sobre los realizados a fin de año.

El Cuadro 6 muestra asimismo el aumento experimentado por los
gastos, tanto presupuestarios como extrapresupuestarios. Los primeros,

(9) Cfr. Datos de los Resúmenes estadísticos de recaudación y pagos por recursos y obli'
gañones presupuestos, Intervención General de la Administración del Estado, abril de 1960.

(10) Cfr. Datos del Boletín de Estadística, Instituto Nacional de Estadística, octubre
de 1960.
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CUADRO 6.

FINANCIACIÓN DEL SECTOR PUBLICO (1)

(Miles de millones de pesetas.)

L.l.
1.2.

1 3
1.4.

2.1.

12.

2.3.

2.3.1.
2.3.2.

2.3 3
2.3.4.

1. INGRESOS

Ingresos presupuestarios
Fondos de contrapartida de Ayu-

Crédilo del Banco de España al
sector público . . . . . . .

Total de ingresos . . .

2. GASTOS

Gastos presupuestarios del Es-
tado

Gastos financiados con los fon-
dos de contrapartida de Ayu-
da Americana

Gastos no financiados a través

Instituto Nacional de Industria..
Entidades oficiales de crédito (2)
Banco de Crédito Industrial
Banco Hipotecario
Instituto Crédito Reconstrucción

Nacional ...
Otras

Otros organismos públicos

Total de gastos

19S8

Liauida-
ción

55,7

1,2
8,1

9,0

74,0

54,1

1,2

18,7
7,8
6,1
0,6
1,1

4,0
0,4
1,4
3,4

74,0

1959

Liquida-
ción

63,2

3,8
7,9

2,5

77,4

59,7

3,8

13,9
7,1
5,3
0,6
1,0

3,1
0 6
0,8
0,7

77,4

196D

Previsión
inicial

72,0

5,5
5,5

83 0

65,7

3,7

13,6
7,1
5,2
0,6
0,8

2,7
1 1
1,3

83 0

1960

Estima-
ción de

diciembre

73,0

3,6
10 0

86 6

66,5

4,0

16 1
7,1
7,1

.1,1
1 3

4,0
1,1
1,3

86,6

1961

Previsión.

(3)74,7

5
12 7

92,4

72,5-

4

15,9>
7,1
7,5
1,5-
1 2

3,6-
1 2
1,3

92,4

(1) Excluyendo Ja financiación de la cosecha por el Servicio Nacional del Trigo y los gastos
ciue los organismos autónomos y corporaciones locales financian con ingresos procedentes de exxs
recursos ordinarios.

(2) Debe tenerse en cuenta que las entidades oficiales de crédito constituyen un sector inter-
medio entre ia actividad pública y la prHada. Los fondos que estas entidades reciben del sector
público fl<m canaditadoo por ellae hacia la actividad privada. (£1 texto de esta nota se reproduce
&rn modificaciones de la cFuente» de donde está tomado el Cuadro 6).

(3) Esta cifra resulta de considerar un incremento vegetativo del 4 por 100 sobre la recauda-
ción de 1960 y las reducciones impositivas previstas para 1961.

Fuente t Datos complementarios del discurso pronunciado ante l&s Cortes Españolas por él
Excmo. Sr. Ministro de Hacienda, Z>. Mariano Navarro Rubio, el día 19 de diciembre de 1960.—
Secretaría General Técnica.—Ministerio de Hacienda.—Madrid, 1960.
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autorizados hasta una cifra de 65.700 millones, se estiman al cierre de]
ejercicio en 66.500, con un aumento de 800 millones, que ha debidc
producirse sobre todo en los últimos cuatro meses del año, en que se
aceleraría mucho su ritmo. La tónica del ejercicio, sin embargo, y
como ya apuntamos, ha sido el aumento experimentado por los gas-
tos extrapresupuestarios, que de 17.300 millones han pasado a ser de
20.100 millones, ñnanciados con el superávit presupuestario, los fondos
de contrapartida y los mayores ahorros facilitados por el mercado de
capitales.

De lo dicho anteriormente se deduce, en primer lugar, la escasa
sincronización de los ingresos y gastos públicos a lo largo del año.
que ha fortalecido las oscilaciones estacionales tan características de la
economía española. En los primeros cuatro meses de 1960 la diferencia
entre los ingresos del Estado (letra «B») y los gastos del Estado (le-
tras «A» y «C») ascendió a 6.425 millones de pesetas, en momentos en
que la economía española alcanzaba el punto culminante de la depre-
sión. La compensación proveniente del fortalecimiento de los gastos ex-
trapresupuestarios en estos meses no fue, con seguridad, suficiente para
cubrir aquella importante divergencia.

Los gastos presupuestarios se incrementaron fuertemente en el se-
gundo cuatrimestre del año, mientras que debieron disminuir en este
período los extrapresupuestarios, que se aproximaban ya a su dotación
total otorgada para el conjunto del ejercicio. Es probable que el ritmo
total de gastos del sector público en estos meses fuera ya de carácter
expansivo, superponiéndose a la muy fuerte influencia en la misma di-
rección que provenía del superávit de las relaciones económicas entre
España y el extranjero. El ritmo mensual de los gastos del sector pú-
blico no resultó, por consiguiente, compensatorio de la actividad pri-
vada, sino que fortaleció, probablemente, los movimientos que se ori-
ginaron en ésta.

Las finanzas del sector público originaron en el conjunto de 1960
una influencia muy contractiva, al igual que en ejercicios anteriores.
La recaudación en el año 1960 ha aumentado en 9.800 millones de
pesetas, que se superpondrán al refuerzo de los ingresos conseguido
en 1959, que fue de 7.500 millones de pesetas, y al alcanzado en 1958,
que representó 11.600 millones de pesetas. Desde 1957 a 1960 la re-
caudación ha crecido en 28.900 millones de pesetas, que representan
•el ¿3,3 por 100 de los ingresos del Estado en el primero de aquellos
«jercicios.

Si se comparan estas cifras con el aumento de la renta nacional se
advierten en seguida las dificultades que ha debido experimentar el
sector privado para financiar tan fuerte incremento de la tributación.
El aumento de los ingresos del Estado representó el 26,3 por 100 en
«1 año 1958, el 13,5 por 100 en 1959, y el 15,5 por 100 en J960; mien-
tras tanto, la renta nacional, en términos reales, creció el 3,9 por 100
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en 1958, el 3,1 por 100 en 1959, y ha bajado el 5,9 por 100 en 1960.
No hay duda que el fortalecimiento de la recaudación ha afectado en
alto grado a la economía privada, según se deduce del Cuadro nú-
mero 7.

CUADRO 7.

INCREMENTO DE LA RECAUDACIÓN TRIBUTARIA

A Ñ O S

[958
1959
1950 •

Aumento de la

Miles de
millones de

pesetas

11 600
7 500
9 800

recaudación

Porcentajes

26 3
15 5

Aumento en
por ciento de

la renta
nacional

3 0

S 1

5 9

Esos aumentos de la recaudación tributaria afectan muy directa-
mente a las inversiones privadas. Si el porcentaje entre los impuestos
directos e indirectos en el total de la recaudación se mantiene en 1960
en los mismos niveles que en el ejercicio anterior, del aumento total
de los ingresos públicos en 1960 de 9.800 millones, 3.380 millones co-
rresponderían a los impuestos directos. El nuevo Arancel de Aduanas
arrojará un aumento en 1960 próximo a 2.000 millones de pesetas.
Estos tributos, bien por afectar a los beneficios de las empresas o a
las rentas de los grupos principales de ahorristas, son fondos detraídos
en gran parte de la inversión privada.

La política seguida por el sector público en los últimos años ha
consistido en el equilibrio del Presupuesto, no mediante una contracción
de los gastos, sino por una expansión de los ingresos. Puesto que la
financiación no inflacionaria del Estado se redujo en los últimos años,
el crecimiento de los gastos públicos no podía cubrirse sino mediante
un fortalecimiento de los ingresos presupuestarios. Ese fortalecimiento
colaboró en alto grado en 1958 en el freno a la expansión económica
que se sufría entonces en España, pero ha originado poderosas ten-
dencias contractivas, tanto en 1959 como en 1960. En el primero de loa
dos ejercicios últimamente mencionados aun podía aprobarse la utili-
zación del instrumento fiscal como un freno a la expansión económica,
pero a fines de 1959 era manifiesta la depresión en que se hallaba
nuestro país. El refuerzo de los ingresos públicos y, sobre todo, la
programación de un superávit para 1960, era contrario a los principios
básicos de la utilización del sistema fiscal como un instrumento compen-
satorio para mantener el equilibrio económico. Si a la contracción que
se hacía ya sentir se agregaba un incremento de los ingresos en el año
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de 8.800 millones, y se resolvía obtener un superávit en los estados le-
tras «A», «B» y «C» del Presupuesto, que ascendía a las cifras bien
cuantiosas de 6.300 millones de pesetas, se corría el peligro de forta-
lecer la depresión.

ISo ha ocurrido esto, por suerte, debido a la tendencia muy expan-
siva del balance de pagos, cuyo superávit en 1960 ha desbordado todas
Las previsiones; pero no deja de ser inquietante que se programen su-
perávit o déficit en los Presupuestos, sin tener nmy en cuenta las proba-
bles tendencias de la economía nacional en el ejercicio a que corres-
pondan.

Para 1961 las desgravaciones fiscales alcanzarán a 1.300 millones en
Los impuestos indirectos. No obstante, el Presupuesto prevé un incre-
mento de 1.700 millones en la recaudación, que habría ascendido a 3.000
millones, de no ser por la influencia de las reducciones impositivas.
En cambio, la Renta de Aduanas arrojó ingresos por 2.883 millones de
pesetas en 1959 y de 4.500 millones en los diez primeros meses de 1960,
tras la aplicación de los nuevos gravámenes desde el mes de junio, es
decir, durante cinco meses. Por tanto, el Arancel puede originar una
recaudación en 1961 de unos 8.000 millones, que crecerán, correspon-
dientemente, si se elevan las importaciones como se espera. Eso signi-
ficaría un incremento mínimo de la Renta de Aduanas de unos 2.500
millones en 1961 frente a 1960, que habría que sumar al refuerzo de
la recaudación proveniente de la expansión de la renta nacional. Si se
computa esta última en el 4 por 100 arrojaría 2.900 millones que,
sumados a los del aumento de la Renta de Aduanas y disminuidos en
las desgravaciones, arrojarán una mayor presión fiscal en 1961 de 4-100
millones. Continúa, por tanto, el refuerzo de la presión fiscal que ha
caracterizado a los tres últimos ejercicios.

Los gastos presupuestarios crecerán en 1961 en 6.000 millones, mientras
los extrapresupuestarios se mantienen sensiblemente iguales. La com-
paración de estas cifras con las previsiones de los ingresos define al
Presupuesto de 1961 como menos contractivo que el de 1960.

Las estimaciones respecto al superávit de 1961 se elevan a 2.200 mi-
llones, que podrían crecer hasta 4.500 millones de ser ciertos los cálcu-
Los ya realizados, pero esas cifras son sustancialmente inferiores al su-
perávit obtenido en 1960, que quizá asciende a 6.500 millones de pesetas.

El superávit previsto para 1961 ha de representar un factor de
jquilibrio en la economía nacional, por las poderosas fuerzas expan-
sivas que se aprecian en ella a fines de 1960. Así como en 1959 y 1960
si refuerzo de los ingresos públicos y el superávit programado del Pre-
supuesto fueron excesivos para las perspectivas que ofrecía la economía
sspañola, los establecidos para 1961 parecen estar de acuerdo con la
función anticíclica que corresponde a la Hacienda estatal.
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3. Panorama del derecho tríbuWrio positivo español en 1960.—
A partir de la Ley de Presupuestos y Reforma Tributaria de 26 de
diciembre de 1957, el sistema tributario español está sometido a con-
tinuas modificaciones en la mayor parte de sus figuras. Ello lleva im-
plícito una proliferación de disposiciones de todo rango en materia tri-
butaria, que están originando una verdadera maraña legal y que, por
paradójico que ello resulte, dificultan muchas veces el cumplimiento de
sus obligaciones por parte de los contribuyentes. La agilidad que la
Ley de 1957 quiso imprimir al sistema tributario «para adaptarse a las
conveniencias cambiantes de la economía del Tesoro y del país»—sin
duda necesaria—, no puede dejar de ir unida a una estructuración for-
mal de los tributos que responda a la lógica jurídica. Porque, efecti-
vamente, a base de querer imprimir agilidad a las figuras tributarias,
se corre el grave peligro de la improvisación y falta de técnica al re-
gularlas, que a su vez obligan a dictar nuevas disposiciones, modifica-
doras de otras promulgadas en fechas recientes, con lo cual, a la vuelta
de pocos años, resulta muy difícil, cuando no imposible, la compren-
sión y correcta aplicación—incluso por. los órganos administrativos—de
los tributos. A mayor abundancia, ello da lugar a que el sistema tri-
butario ofrezca todo menos comodidad, que era precisamente uno de
los objetivos de la Ley de Reforma de 1957. Lo más grave, sin embargo,
•es la inseguridad jurídica que una situación tal origina y el continuo
estado de oposición que crea en el ánimo de los contribuyentes, los
cuales se ven inducidos por necesidad a enfrentarse con la Adminis-
tración en las vías administrativas y jurisdiccional; esto supone, como
fácil es comprender, algo muy lejano de ese clima de cooperación enlre
Administración y contribuyentes al que se pretende llegar.

La solución a este estado de cosas no puede hallarse sino en coor-
dinar estrechamente la necesaria evolución de los tributos—que su ade-
cuación a la realidad económica de cada momento impone—con el em-
pleo de una técnica legislativa depurada que, utilizando conveniente-
mente las categorías y principios jurídicos informadores de todo sistema
impositivo, logre un conjunto armónico de disposiciones tributarias y
una regulación clara y precisa de cada uno de los gravámenes. Es obvio,
por tanto, que esta solución al problema que tiene planteado el orde-
namiento tributario español está muy lejos de suponer un inmovilismo
en la normativa explicable; sí exige, en cambio, que se desarrolle de
manera decidida la labor de refundición de textos positivos y se im-
plante la codificación de las normas peñérales aplicables a todo el ám-
bito de la imposición. En el primer aspecto, algo se ha hecha ya, y
algunos impuestos, pocos, presentan una ordenación clara, recogida en
textos refundidos de rango legal y un reglamento que desarrolla sus
normas: así sucede con el Timbre del Estado, los impuestos de Dere-
chos reales y sobre transmisión de bienes, sobre el caudal relicto y sobre
los bienes de las personas jurídicas, y el impuesto sobre Títulos y Ho-
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ñores; en otros impuestos, como la Contribución general sobre la renta
y los de emisión y negociación de valores mobiliarios, las respectivas
leyes reguladoras exigen urgentemente su puesta al día, en vista de las
numerosas modificaciones que han experimentado.

Pero el núcleo de los impuestos sobre la renta, cuya importancia
parece innecesario destacar, presenta una regulación confusa, constituida
por normas legales antiguas y modernas y un cúmulo verdaderamente
impresionante de disposiciones administrativas, algunas de las cuales
siguen teniendo en estas fechas el carácter de «Instrucciones provisiona-
les». Es urgente, pues, sistematizar y refundir todas esas normas, para
lo cual el Ministerio de Hacienda tiene ya establecida la correspondiente
Oficina en la Secretaría General Técnica. La labor refundidora reali-
cada en Italia con los impuestos directos, que se rigen por el texto único
Je 29 de enero de 1958, consecuencia, a su vez, de la «Ley de pere-
;uación tributaria» de 11 de enero de 1951, número 25, y de las «Nor-
mas integradoras de la Ley de 11 de enero de 1951», de 5 de enero de
1956, que introdujeron una profunda reforma en el sistema tributario
ie aquel país, es buena prueba de lo que en este terreno puede y debe
biacerse (11).

En los apartados que siguen se pasa revista a las principales normas
tributarias publicadas durante el año 1960. A efectos de nuestra expo-
sición, formaremos tres grupos: en el primero de ellos se recogen
aquellas disposiciones que, según decíamos en el apartado anterior, es-
tán destinadas a impulsar la inversión privada a través del otorgamiento
de exenciones y facilidades tributarias; un segundo grupo comprende
[as modificaciones habidas en el régimen arancelario y aduanero en
general, el cual, si formalmente está regido por normas que forman
parte del ordenamiento tributario del Estado—de ahí que las incluyamos
en nuestra clasificación—, 6Ustancialmente, en cambio, y por lo que se
refiere a los derechos arancelarios, une a la finalidad fiscal la de regu-
lación del comercio exterior, que aparece como preponderante; por
último, en el tercer grupo, se reseñan las normas generales que se
han dictado con relación a distintos tributos, exclusión hecha de aque-
llas que figuran en los dos grupos anteriores. Fácil es comprender que
no se trata con esta clasificación de adoptar un criterio rígido ni de
abarcar en su totalidad la legislación tributaria del ejercicio; se pre-
tende solamente destacar la finalidad a que en el campo económico
tienden las disposiciones que se integran en los dos primeros grupos,
y la función ordenadora de los tributos que caracteriza a las del tercer
grupo.

(11) Véase VicENTE-AacHE DOMINCO, F., y Guací». ASOVE&OS, Í . , La re/ormo tributaria ita-
liana, en cata REVISTA, núm. 22, págs. 255-303; MAUTÍN-RETOKTILLO BAQUER, L., El nueva
texto único italiano de los impuestos directos, en cata REVISTA, núm. 30, págs. 313-331.
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a) Normas tributarias en ayoyo de la inversión privada.
La política de canalización del ahorro y fomento de la inversión

privada mediante la utilización del instrumento tributario, comenzó a
desarrollarse en la fase previa a la estabilización con las medidas adop-
tadas en la Ley de Presupuestos y Reforma Tributaria de 26 de diciem-
bre de 1957, y en la Ley de Modificaciones Tributarias de 26 de di-
ciembre de 1958. En la primera de .estas Leyes se creó el «Fondo de
Previsión para Inversiones», exento del impuesto sobre las rentas de so-
ciedades ; en la segunda se establecieron igualmente exenciones en el im-
puesto, sobre sociedades—exención total a las «plusvalías» que aparez-
can a favor de las empresas cuando enajenan elementos materiales de
su activo fijo o perciben indemnizaciones de seguro como consecuen-
cia de siniestros habidos en los mismos, siempre que a dichas «plusva-
lías» se asigne un fin semejante al que la Ley de 26 de diciembre de 1957
señala a los «Fondos de Previsión para Inversiones»—, y en la Contri-
bución general sobre la renta por aquella parte de renta que se dedique
a la suscripción de los valores mobiliarios que se juzguen merecedores
de ese trato especial.

Un paso más en este sentido se dio al publicarse las disposiciones
que establecieron el plan de estabilización. En esta segunda fase se
otorgaron igualmente desgravaciones por contribución general sobre la
renta, impuesto sobre sociedades y otros, que fueron analizadas con
todo detalle en otro lugar (12).

Corresponde ahora examinar la continuación de esta política en el
año 1960. En el marco de la Contribución general sobre la renta, la or-
den del Ministerio de Hacienda de 11 de diciembre de 1959 (B. O. E.
de 15 de enero de 1960), constituye un complemento de las disposiciones
aparecidas a partir del mes de julio de 1959 sobre canalización del
ahorro y fomento de la inversión en valores mobiliarios. Esas dispo-
siciones (13) declararon no sujetos a gravamen por Contribución ge-
neral sobre la renta los incrementos no justificados de patrimonio que
se pusieran de manifiesto mediante la adquisición de valores mobilia-
rios calificados de fondos públicos, emitidos por empresas declaradas
de interés nacional, o emitidos por ciertas empresas, entre las que figu-
raban las eléctricas y las sociedades de cartera. Y como quiera que se
habían suscitado dudas sobre si la exención de gravamen por dicha
Contribución alcanzaba a los valores emitidos por todas las sociedades
eléctricas, bien sean productoras o distribuidoras de electricidad, bien
constructoras de maquinaria para equipar centrales eléctricas, y por
todas las sociedades de cartera, el Ministerio de Hacienda, en la Orden

(12) Cfr. Aspectos financieros..., di., págs. 67-74 y págs. 79-97.
(13) Decreto-Ley núm. 14/1959, de 27 de julio, y Orden del Ministerio de Hacienda de

5 de agosto de 1959.

226



LA POLÍTICA TRIBUTARIA •* PRESUPUESTARIA EN 1960

a que nos referimos, y respondiendo a consultas formuladas sobre el
particular, dispuso que tan sólo gozarán de la expresada exención aque-
llos valores que estando admitidos a cotización en alguna Bolsa Ofi-
cial de Comercio hayan sido emitidos por empresas productoras de
energía eléctrica y constructoras de maquinaria para equipar centrales
eléctricas, y aquellos otros emitidos por sociedades que, habiéndose
acogido a la Ley de 26 de diciembre de 1958, sobre régimen jurídico
fiscal de las sociedades de inversión mobiliaria, tengan reconocido por
el Ministerio el derecho a las exenciones fiscales establecidas en el ar-
tículo 2.° de la expresada Ley.

También con relación a la Contribución general sobre la renta, la
Orden del Ministerio de Hacienda de 18 de marzo de 1960 estableció
los requisitos necesarios para que los títulos emitidos por las socieda-
des creadas al amparo del artículo 9.° del Decreto-Ley de 21 de julio
de 1959, es decir, las sociedades cuyo exclusivo objeto es la tenencia
de acciones u otros títulos representativos del capital o deudas de socie-
dades extranjeras, sean incluidas entre aquellos cuya adquisición, cuan-
do represente la inversión de un incremento no justificado de patrimo-
nio, no queda sujeta a gravamen. La parte dispositiva de aquella Orden
dice así: «Para que no se sujeten a gravamsn por Contribución gene-
ral sobre la renta, en las condiciones señaladas por el Decreto-Ley de 27
de julio de 1959, los incrementos no justificados de patrimonio que se
pongan de manifiesto mediante la adquisición de valores mobiliarios
emitidos por sociedades que tengan concedidos los beneficios fiscales
autorizados por el Decreto-Ley de 21 de julio de 1959 y que reguló el
Decreto de 17 de diciembre del mismo año, bastará que hayan obte-
nido de este Ministerio la correspondiente autorización para constituirse,
si bien deberán solicitar, además, dentro del plazo máximo de dos años,
contados desde la fecha de su constitución, que se admitan a cotización
en Bolsa los referidos valores». En definitiva, por tanto, se exige la
autorización del Ministerio de Hacienda para la constitución de estas
sociedades y la solicitud, en un plazo de dos años, de admisión de sus
títulos a cotización en Bolsa.

Una nueva e importante modificación en el régimen tributario de
los incrementos no justificados de patrimonio, en orden a su imposi-
ción por Contribución general sobre la renta, ha sido introducida por
el Decreto-Ley número 8/1960, de 10 de agosto, a través del cual se
pretende canalizar el ahorro privado y su inversión en la construcción
de viviendas, con el fin de que la iniciativa privada complemente la
política del Estado desarrollada en este campo. El artículo 1.° del De-
creto-Ley citado declara no sujetos a gravamen por Contribución gene-
ral sobre la renta, a partir de su fecha de publicación, y en las condi-
ciones que reglamentariamente se señalen, los incrementos no justifica-
dos de patrimonio que se inviertan en la construcción de nuevas vivien-
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das urbanas o para obreros agrícolas (14); en obras de consolidación
y conservación de viviendas urbanas, realizadas a costa del propietario,
que tengan carácter extraordinario, y que puedan tener la repercusión
legal correspondiente sobre'los alquileres; en las de mejora en las vi-
viendas insalubres, en iguales condiciones, y en las de ampliación del
número de viviendas mediante la edificación de nuevas plantas de in-
muebles urbanos. Se incluye la adquisición directa de terrenos en los
beneficios tributarios anteriormente expresados. En todo caso, las vivien-
das de que se trate no podrán tener superficie construida superior a la
que se señale reglamentariamente; habrán de estar acogidas a los bene-
ficios de la legislación reguladora de las viviendas de renta limitada,
o la qus la sustituya en lo sucesivo, y las obras correspondientes debe-
rán terminarse en un plazo improrrogable de dos años contados desde
la fecha que se señale para su comienzo. Por excepción, las inversiones
en viviendas no acogidas a los beneficios de la legislación reguladora de
las de renta limitada, podrán disfrutar de los beneficios señalados en
este artículo cuando así se disponga, y, en todo caso, si se inician antes
de 1 de enero de 1961 y se concluyen en el plazo señalado de dos años.
Para disfrutar de los beneficios de este Decreto-Ley, el importe de los
incrementos de patrimonio habrá de declararse voluntariamente ante
la Administración financiera dentro del plazo señalado para la presen-
tación de las declaraciones por Contribución general «cbre la renta.

Con arreglo al artículo 2.°, tampoco se someten a gravamen por el
impuesto a que nos referimos, los incrementos de patrimonio declara-
dos de modo voluntario que, reuniendo las condiciones señaladas re-
glamentariamente, se pongan de manifiesto antes de 30 de abril de 1961,
por la primera adquisición directa al promotor de una edificación ur-
bana o parte de ella destinada a domicilio habitual y permanente del
contribuyente y su familia o para arrendarla a terceros, si aquéllas
están acogidas a los beneficios de los regímenes de viviendas bonifi-
cables o de renta limitada. El artículo 3.° declara aplicable a las in-
versiones realizadas de conformidad con los anteriores, en lo que sea
pertinente, la desgravación de la parte de renta imponible dedicada a
las mismas, según los preceptos del artículo 3.° de la Ley de 26 de
diciembre de 1958 sobre modificación de preceptos reguladores de de-
terminados impuestos.

Las normas de este Decreto-Ley han sido objeto de un minucioso
desarrollo reglamentario en la Orden de la Presidencia del Gobierno de
12 de agosto de 1960 (B. O. E. de 25 de agosto), en la que se detallan
las distintas clases de inversiones en viviendas que no se someten a
gravamen por Contribución general sobre la renta, ya indicadas en el
Decreto-Ley comentado en los párrafos anteriores. El procedimiento a
seguir para obtener la desgravación comienza con la presentación de la

(14) De las comprendidas en lae Leyes de 20 de julio de 195S y 12 de mayo de 1956.
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solicitud por el interesado en la Delegación Provincial del Ministerio
de la Vivienda correspondiente al lugar donde hayan de realizarse las
obras; a esta solicitud se acompaña la documentación descriptiva de la
obra a realizar, tanto en su aspecto técnico como financiero. Las Dele-
gaciones Provinciales formulan propuesta a la Dirección General de la
Vivienda para que acuerde el otorgamiento de la desgravación tributa-
ria, del que se da traslado a la Delegación de Hacienda del domicilio
fiscal del interesado. El otorgamiento del beneficio tributario es provi-
sional hasta que, una vez terminadas las obras, se realiza la correspon-
diente inspección comprobatoria por la Delegación Provincial del Mi-
nisterio de la Vivienda, momento en que se eleva a definitiva la primera
resolución.

La Ley de Reforma Tributaria de 26 de diciembre de 1957 otorgó,
en su artículo 135, determinadas exenciones tributarias tendentes a fa-
vorecer la concentración de empresas. En este artículo se autorizaba al
Ministro de Hacienda para conceder, previo informe de la Organización
Sindical, exención del impuesto de Timbre, Derechos reales y emisión
de valores mobiliarios a los actos de constitución de sociedades o de
integración de empresas agrícolas, industriales o comerciales, cuando
tales actos de concentración, sin tener carácter de monopolio, benefi-
cien a la economía nacional. Las exenciones tributarias concedidas por
este artículo fueron objeto de desarrollo reglamentario en la Orden de
29 de julio de 1958, pero ésta, en su aplicación, provocó determinadas
dudas en algunas empresas que pretendían acogerse a dichos beneficios,
por lo cual el Ministerio de Hacienda, al no estimar suficientes sus nor-
mas en punto a la extensión y alcance de los concedidos, ha juzgado
oportuno dictar una nueva disposición, la Orden de 12 de abril d«, 1960,
en la que se da nueva redacción a la anterior de 1958 y se recoge la
totalidad de las normas que han de regir en la tramitación de los ex-
pedientes de exención que se inicien para cumplimiento del artículo 135
de la Ley de 1957.

Además de las desgravaciones otorgadas por Contribución general
sobre la renta, este impuesto ha sido objeto de varias modificaciones
por la Ley número 45/1960, de 21 de julio. En el apartado c) analiza-
remos el problema de la afección especial del producto del impuesto y
las consecuencias que supone en la estructura presupuestaria y posterior
evolución del tributo. Ahora interesa señalar las normas del titulo V de
la mencionada Ley, que tienden a aligerar la carga impositiva. Para
ello, en relación con las rentas obtenidas a partir de 1.° de enero de 1960,
se eleva a 25.000 pesetas la deducción por hijo, fijándose en veinticinco
años la edad límite para la mencionada deducción por hijos varones;
de las rentas de trabajo se deducirá siempre la terrera parte de la por-
ción que no exceda de 500.000 pesetas y, además, la cuarta parte de la
fracción comprendida entre 500.000 y 1.000.000 de pesetas, con un lí-
mite mínimo de deducción de 100.000 pesetas y del total de las citadas
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rentas si no llegan a esta última cifra; esta última deducción se aplica
también a las pensiones de viudedad y orfandad y haberes de jubilación
y retiro. Las normas anteriores se completan con otras en las que se
autoriza al Ministro de Hacienda para ampliar la utilización de méto-
dos objetivos en la estimación de los rendimientos de explotaciones
agrícolas, pecuarias y forestales, y se establece, a efectos de inspección,
que cuando los interesados hayan consignado fielmente en sus declara-
ciones los datos exigidos en las mismas, y las diferencias que resulten
de. la comprobación de aquéllos produzcan una variación de la cuota
ingresada a cuenta no superior al 10 por 100 de esta última, el expe-
dienta respectivo se calificará de omisión si el contribuyente acepta en
el acto mismo de la visita la propuesta del Inspector.

A finales de 1960 han sido publicadas dos Leyes en las que se con-
tienen importantes normas en punto a la inversión privada. La Ley
sobre modificaciones tributarias, número 95/1960, de 22 de diciembre,
otorga facilidades a las amortizaciones en las empresas, tendentes a fo-
mentar la modernización y la expansión de las mismas. En el artículo 1.°
se establece que, sin perjuicio de la autorización concedida al Ministro
de Hacienda en el apartado a) del artículo 39 de la Ley de Reforma
Tributaria de 16 ds diciembre de 1940, para fijar reglamentariamente
coeficientes máximos de amortización de los valores del activo, se ad-
mitirán como gasto deducible desde 1.° de enero de 1961, a los efectos
de la fijación de la base impositiva por los impuestos sobre Sociedades
e Industrial, cuota por beneficios, las cantidades destinadas a la amorti-
zación de los aludidos valores del activo que correspondan a un plan
formulado al efecto por el contribuyente respectivo y aceptado por la
Administración, cuando ésta estime que no perjudica sustancialmente al
proceso de capitalización de la empresa solicitante. El mismo artículo 1.°
contempla el caso de elementos materiales de activo adquiridos a par-
tir de 1.° de enero de 1961 y cuya utilización en los procesos industriales
o de transporte haga necesaria su renovación; para éstos, siempre que
sean edificios de carácter industrial; instalaciones del mismo carácter;
maquinaria industrial y agrícola; buques, elementos o equipos de trans-
porte; construcciones de tipo ganadero, almacenes, silos y cámaras fri-
goríficas en fincas rústicas, destinadas a conservar únicamente produc-
tos propios, y laboratorios y equipos de investigación aplicados a I09
fines propios de la empresa, es decir, que se hallen comprendidos en los
apartados E) a K) del artículo 100 de la Ley de 26 de diciembre de 1957,
podrá admitirse, previa formulación por el contribuyente de un plan
aceptado por la Administración, un sistema de amortización acelerada,
aplicable a los regímenes de evaluación individual y global de las bases
impositivas, aunque las cuotas o coeficientes que se establezcan en él
sobrepasen la depreciación técnica experimentada por los respectivos
elementos, pero siempre dentro de los siguientes límites :

a) La cuota anual de amortización no podrán exceder del 40 por 100
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del valor originario de los elementos de que se trate. Cuando se acre-
ditase por el contribuyente que" los bienes tienen una vida útil mayor
de un año y menor de cinco, el límite del 40 por 100 podrá ampliarse
liasta el porcentaje que represente el doble del cociente de dividir 100
por el número de años de vida útil;

b) El conjunto de las dotaciones no podrá exceder del importe
total del valor originario.

Se prevé que por Decreto acordado en Consejo de Ministros a pro-
puesta del de Hacienda, y dadas las circunstancias de.cada momento,
pueda suspenderse temporalmente la aplicación del régimen especial
de amortización acelerada, pero sin que tal suspensión pueda afeptar
a los planes de amortización que hasta entonces hubieren sido acepta».
:los. La Ley prevé también la publicación de normas reglamentarias
por el Ministro de Hacienda sobre el procedimiento a que han de so-
meterse los planes de amortización a que acabamos de referirnos, la
locumentación para justificarlos y la forma de aplicación de las amor-
tizaciones en los regímenes de evaluación individual y ¿jlobal de bases
impositivas. En este último supuesto, el importe de las amortizaciones
jue procedan serán baja, en todo caso, de la base imponible asignada
i cada empresa.

Las anteriores normas sobre amortización de los valores del activo,
jue tienden a obtener el saneamiento financiero de las empresas, pa-
rece que serán seguidas en fecha próxima por otras referentes a la
revalorización de los activos, anunciadas en fecha reciente por el Mi-
nistro de Hacienda, y respecto a las cuales dijo que no se referían
sxclusivamente a una revalorización de elementos activos, sino «también
i la incorporación a los activos de algunas partidas que deberían haber
figurado en ellos, y que, por razones que son obvias, no aparecen en
si inventario».

La otra Ley aprobada con fecha 22 de diciembre, número 55/1960,
y a la que nos referíamos más arriba, es la que regula la construcción
y explotación de carreteras en régimen de concesión, y constituye un
complemento del plan general de carreteras, cuyas Bases han sido apro-
badas por Ley número 56/1960, de 22 de diciembre. Se trata con aquel
texto legal de crear incentivos a la iniciativa privada para que coopere
a la construcción, conservación y explotación de carreteras. En este
sentido, su artículo 6." establece que el Gobierno podrá conceder a las
empresas que se dediquen a la explotación de estas concesiones los
siguientes beneficios: 1. Calificación de preferente interés económico-
social, a efectos del Decreto-Ley de 27 de julio de 1959 sobre partici-
pación de capital extranjero y de la Ley de Régimen Arancelario de
1.° de mayo de 1960; 2. Las exenciones y bonificaciones fiscales que la
Ley de 24 de octubre de 1939 y disposiciones complementarias otorgan
a las industrias de interés nacional; 3. Que no dé lugar a gravamen por
Contribución general sobre la renta la suscripción o adquisición en
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Bolsa de valores de renta fija y -variable emitidos por estas sociedades,
siempre que su importe se declare dentro del plazo reglamentario y
aun cuando se ponga de manifiesto en la mencionada adquisición un
incremento no justificado de patrimonio.

b) Modificaciones en el régimen arancelario y aduanero.
A comienzos del año, el Decreto número 93/1960, de 23 de enero,

dejó en suspenso el número 1.300/1959, de 27 de julio, sobre depósito
previo a las importaciones. En este último Decreto el Gobierno había
.hecho uso de la autorización contenida en el Decreto-Ley de Ordena-
ción Económica, de 21 de julio de 1959, y en su virtud declaró la obli-
gatoriedad de constitución de un depósito en pesetas del 25 por 100,
previo a las importaciones de mercancías. En el preámbulo de la dis-
posición citada en primer lugar se estima que la situación presente
aconseja dejar en suspenso la obligación del depósito previo. Esta ten-
dió, de una parte, a frenar -las importaciones en la primera fase de
aplicación del plan de estabilización, y de otra, al exigir la disposición
de mayores capitales por los importadores, originaba una absorción de
dinero que favorecía una esterilización de medios de pago (15). Al dejar
en suspenso la obligatoriedad del depósito previo a las importaciones
—que llegó a representar más de .3.000 millones de pesetas—, se pre-
tende liberar la masa monetaria formada por los mismos, con el fin de
reactivar la demanda, medida ésta que acompañó a la aceleración de
gastos extrapresupuestarios en los primeros meses del ejercicio.

Loa Decretos número 289/1960, de 25 de febrero, y número 665/1960,
de 7 de abril, modificaron diversas partidas del Arancel de Aduanas.
El primero de ellos, derogado después al aprobarse el nuevo Arancel,
obedeció a la necesidad.de modificar los derechos arancelarios vigentes
en determinados productos a los que se había hecho extensivo el régi-
men de cupos globales, sin prejuzgar los derechos definitivos que ha-
bían de ser establecidos en el futuro Arancel. El Decreto de 7 de abril,
por el contrario, constituyó una medida protectora de la producción
nacional de abonos nitrogenados, para lo que se modificaron las corres-
pondientes tarifas arancelarias, convirtiendo los derechos específicos en
ad valorem, y se creó un derecho específico complementario, cuya per-
cepción tendía a neutralizar las diferencias de precios existentes entre
los de las partidas que llegaban a España y los vigentes normalmente
en el mercado internacional, toda vez que los primeros eran inferiores
a los segundos.

Pero las disposiciones más importantes, sin duda, han sido la Ley
número 1/1960, Arancelaria, de 1 de mayo, y el nuevo Arancel de
Aduanas, aprobado por Decreto número 999/1960, de 30 de mayo. La
implantación de un nuevo régimen arancelario era necesaria y urgente,

(15) Cfr. Banco Central, Estudio Económico 1959, pág. 77 y SÍ.
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y más aún después de inaugurarse la nueva política económica en el
mes de julio de 1959. La Ley de Bases de 20 de marzo de 1906 y el Aran-
cel de 12 de febrero de 1922, resultaban totalmente inadecuados para

. regular el comercio exterior; a más de ello, el ingreso de España en
la O. E. C. E. supuso la incorporación de nuestro país a la corriente de
liberalización del comercio internacional, con lo que el Arancel de
Aduanas adquiría de nuevo un papel preponderante en la política co-
mercial exterior. A estas razones se unía la necesidad imperiosa de cla-
rificar* el régimen del comercio exterior, con vistas a la reestructura-
ción económica interior, que por fuerza había de suponer el plan de
estabilización. Los planes empresariales dependían en gran parte, efec-
tivamente, del régimen de importación de mercancías.

La Ley Arancelaria de 1 de mayo de 1960, como se dice en su preám-
bulo, «responde a principios de carácter económico o propiamente
arancelario de aceptación universal y recoge normas concretas orienta*
doras de la estructura del futuro Arancel, clases de derechos, número
de columnas y normas de valoración. En ella se ha prescindido, delibe-
radamente, de señalar limitaciones cuantitativas en los derechos, poi
estimarse preferible la enunciación de criterios generales y flexibles que
permitan obviar las tradicionales dificultades en la elaboración de todo
Arancel, agravadas en esta ocasión por la mayor complejidad de la vida
económica de nuestros días. Con todo ello, el nuevo Arancel de Adua-
ñas trata de ser, de una parte, el indispensable instrumento protectoi
de justos intereses, y, de otra, el orientador de nuestra producción y
desarrollo, para colocar nuestra actividad económica en armonía con la
mundial». ~ . __

Las modificaciones introducidas en el nuevo Arancel a la importa-
ción son sustanciales. Su Nomenclatura responde a la aprobada por el
Consejo de Cooperación Aduanera de Bruselas, incluida en el anejo
al Convenio de 15 de diciembre de 1950, requisito, previo para la en-
trada de España en el G. A. T. T.; los derechos han pasado a ser, por
lo general, ad valorem, a más de algunos específicos y en ciertos casos
«compuestos», previéndose también la posibilidad de establecer dere-
chos «mixtos» por aplicación simultánea de derechos específicos y ad
valorem.

Aunque el Arancel consta de una sola columna de derechos, titulada
«Derecho fijado», es necesario tener en cuenta la existencia de los dere-
chos móviles, transitorios y fiscales (de estos últimos nos ocuparemos
más adelante). A los llamados derechos móviles se refiere la base 3.a

del artículo 4.° de la Ley Arancelaria, según la cual podrán establecer-
se derechos móviles, progresivos o regresivos, para cierto período de
tiempo, en los casos especiales en que el desarrollo de la producción lo
aconseje o permita. Los «derechos transitorios» se aplican con este ca-
rácter a aquellas mercancías sometidas todavía a restricciones cuantita-
tivas a su importación.
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El artículo 6.° de la Ley otorga una serie de autorizaciones al Go-
bierno para establecer derechos arancelarios suplementarios o recargos
sobre los de la tarifa del Arancel de Aduanas, en los siguientes su-
puestos :

a) «En cuantía no superior al doble de estos derechos, y en nin-
gún caso inferior al 10 por 10A del valor de las mercancías, para
las originarias o procedentes de países con los que España no
tenga en vigor convenios comerciales.»

b) «En concepto de derechos anti-dumping o compensadores, a las
mercancías que se importen en condiciones que, por su compa-
ración con las del mercado interior en el país de origen o pro-
cedencia, o por cualquier otro indicio semejante, difieran de
las que corresponderían a su precio y puedan someter a la pro-
ducción nacional a competencia desigual, y aquellas otras que
en el país de origen o procedencia se beneficien de primas o
subvenciones directas o indirectas a su producción o exporta-
ción, cualesquiera que sea la naturaleza de tales primas o sub-
venciones y en el caso de que coloquen en desventaja a la pro-
ducción española. La cuantía de los derechos arancelarios su-
plementarios tendrá carácter compensatorio y su estimación
corresponderá al Gobierno, que lo fijará a iniciativa propia o
a solicitud, debidamente razonada, de la actividad afectada.»

c) «A las mercancías originarias o procedentes de países que por
sus regímenes aduaneros o por el establecimiento de medidas dis-
criminatorios para los productos o manufacturas españoles, colo-
que a éstos o a los medios de transporte nacionales en situación
esspecialmente desfavorable.»

El mismo artículo 6.° de la Ley Arancelaria otorga autorización al
Gobierno para suspender, total o parcialmente, la aplicación de los
correspondientes derechos arancelarios, por períodos de tiempo no su-
perior a tres meses, en circunstancias extraordinarias de guerra, catás-
trofe, epidemia o calamidad pública, o por necesidades de abastecimien-
to nacional. La aplicación de dicho régimen especial podrá prorrogarse
solamente en los casos de persistencia de tales situaciones anormales.
Igualmente el Gobierno puede conceder regímenes arancelarios de fran-
quicia o bonificaciones y modificar parcialmente el Arancel de Aduanas
con arreglo a las prescripciones de la Ley.

Los derechos arancelarios a la importación constan en el anejo nú-
mero 1 al Decreto de 30 de mayo de 1960. El anejo número 2, en cam-
bio, contiene los derechos transitorios a la exportación en la Península
e Islas Baleares, autorizados con vigencia máxima de tres años por el
artículo 12, apartado b), del Decreto-Ley de Ordenación Económica de
21 de julio de 1959. Asimismo figuran en dicho anejo número 2 los de-



LA POLÍTICA TRIBUTARIA Y PRESUPUESTARIA EN 1960

rechos transitorios a la exportación para el extranjero desde las Islas
Canarias y desde las provincias de Fernando Poo y Río Muni.

El Decreto número 1.015/1960, de 3 de junio, estableció ol «dere-
cho fiscal a la importación», como impuesto integrado en el tercer grupo
de los impuestos sobre el gasto, es decir, en los impuestos de compen-
sación. Las causas y finalidad a que obedece el nuevo gravamen apare-
cen claramente expuestas en el preámbulo del Decreto mencionado:
«El Decreto-Ley de 21 de julio de 1959 dio marco institucional a la
nueva política económica conocida con el nombre de programa de es-
tabilización, política que en el campo del comercio internacional pro-
pugna la mayor libertad posible, tanto en la exportación como en la
importación de mercancías. Para que las mercancías nacionales no que-
daran en el mercado interior en una situación de desigualdad frente a
las importadas, como consecuencia de los impuestos indirectos que lai
gravan, el artículo 13 del Decreto-Ley citado autorizó al Gobierno para
establecer sobre las segundas, independientemente del Arancel de Adua-
nas, los derechos fiscales que corresponden a mercancías similares produ-
cidas en nuestro país.

«Publicada la Ley Arancelaria de 1 de mayo de 1960, que establece
en su artículo 1.° el principio de libertad del tráfico internacional, y
aprobado por Decreto de 30 de mayo de 1960 el Arancel de Aduanas,
es preciso hacer uso de la autorización concedida por el Decreto de 21
de julio de 1959, ya que, por la identidad del objeto, las mercancías
importadas, está claro el paralelismo existente entre el Arancel de im-
portación y los derechos fiscales que han de gravar aquélla.

«Por el presente Decreto se establece un impuesto que se denomina
«Derecho fiscal a la importación», con la finalidad expresada de equi-
parar el trato fiscal de las mercancías nacionales y de las que se im-
porten, para lo cual se han tenido en cuenta los impuestos indirectos
estatales, los arbitrios e impuestos del mismo carácter correspondientes
a las Haciendas locales, y, en general, las tasas y exacciones parafiscales
que gravan dichas mercancías nacionales como objeto tributario inme-
diato.

»Con esta finalidad compensatoria, el nuevo impuesto se exige de los
importadores y tiene por objeto las mercancías extranjeras importadas
definitivamente en el territorio nacional de la Península e Islas Ba-
leares.

«Dicho derecho fiscal a la importación se integra en el tercer grupo
de los impuestos sobre el gasto, a efectos de organización, gestión y apli-
cación presupuestaria, dependiendo, por tanto, del Ministerio de Ha-
cienda, y, dentro de este Departamento, de la Dirección General de los
Impuestos sobre el Gasto.»

A tenor del artículo 1.° del Decreto que comentamos, el derecho fis-
cal a la importación se exige sin perjuicio del impuesto de lujo que
recaiga sobre las mercancías importadas y de los de Timbre y Derechos
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reales que graven los documentos, actos y contratos' referentes a Jas.
mismas, los cuales continuarán percibiéndose conforme a su legislación
vigente. La base impositiva del impuesto es la equivalente al resultada
de adicionar a la que haya servido para exigir los derechos arancelarios^
el importe de éstos (art. 3.°).

La primera implantación de derechos compensadores, en uso de Ja
autorización otorgada por el artículo 6." de la Ley Arancelaria, la ha
realizado el Gobierno por el Decreto número 1.017/1960, de 2 de ju-
nio, sobre los derechos arancelarios que gravan algunos fertilizantes ni-
trogenados. Se ha estimado, efectivamente, que estas mercancías se
importan en condiciones tales que difieren de las que corresponden a-
su precio normal y pueden someter a la producción nacional a compe-
tencias desiguales. El derecho compensador es específico y se eleva a
420 pesetas por tonelada métrica.

En la esfera de las exportaciones, se han dictado algunas normas que
tienen por objeto facilitarlas y fomentarlas. No hace falta insistir aquí
sobre la necesidad en qus se halla nuestro país de incrementar sustan-
cialmente las exportaciones y la beneficiosa repercusión sobre el con-
junto de la economía nacional de un signo favorable en el balance de
pagos. Por ello, las medidas tributarias que se han adoptado para faci-
litar y fomentar las exportaciones constituyen una muestra de utiliza-
ción del instrumento tributario en este sentido. En primer lugar, per
Decreto número 1.138/1960, de 15 de junio, se redujeron las «tasas
oficiales por servicios de (a Subsecretaría ds Comercio» que afecten a Ja
exportación, reducción ya prevista en el artículo 4." del Decreto de 12
de noviembre de 1959, que convalidó las tasas oficiales por los mencio-
nados servicios, e igualmente en la Ley de Reforma Tributaria de 23 de
diciembre de 1959, que en su artículo 21 autorizó al Gobierno para
reducir progresivamente todo aquello que suponga carga o gravamen
en los frutos, productos o artículos que sean exportados. La reducción
de las tasas a que nos referimos tuvo efecto a partir de 1 de julio
de 1960, por un montante del 25 por 100.

La misma Ley de Reforma Tributaria de 23 de diciembre de 1959,
en sus artículos 20 y 21, autorizó al Ministro de Hacienda para acordar
la devolución total o parcial de los impuestos indirectos que hayan sa-
tisfecho las mercancías que se exporten, atribuyendo análoga facultad
al Gobierno respecto de los impuestos y arbitrios de las Haciendas lo-
cales y de las tasas y exacciones parafiscales recaídas sobre dichas mer-
cancías. El Decreto número 1.439/1960, de 21 de julio, hace uso de
esta autorización, estimando que, con el fin de que la devolución tenga
un carácter estimulante de nuestro comercio exterior de exportación, es
condición precisa arbitrar una forma y un procedimiento ágiles que
permitan que el pago de las cantidades objeto de devolución y su de-
terminación se realicen de modo claro y sencillo. A este respecto, y
dado que el impuesto denominado «derecho fiscal a la importación» tie-
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ne como finalidad sujetar a las mercancías importadas a un gravamen
equivalente a los impuestos estatales indirectos, tasas y exacciones para-
fiscales y exacciones de las Haciendas locales que recaen sobre las mer-
cancías nacionales, considera que lo más lógico y sencillo para devolver
total o parcialmente a los exportadores los referidos gravámenes, evi-
tándoles tener que dirigirse para cada devolución a varios organismos
distintos, es que ésta se se efectúe con exclusivo cargo al Tesoro, ya que
•en él tiene lugar el ingreso del producto del derecho fiscal a la impor-
tación. El artículo 2.° del Decreto dispone que el Ministro de Hacienda,
a virtud de Orden dictada a propuesta del de Comercio, determinará las
mercancías cuya exportación haya de gozar de los beneficios del mismo,
así como la cuantía y demás características de lo devolución, sin que
•contra su señalamiento haya lugar a reclamación alguna. En su artícu-
lo 3." se establece que las devoluciones se harán con cargo al Tesoro pú-
blíco y serán beneficiarios de las m'smas los exportadores de las mer-
cancías que se determinen, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo anterior. La competencia para realizar la devolución, a tenor del
•artículo 4.°, corresponde al Ministro de Hacienda, y la misma se lleva
a efecto mediante un expediente que se inicia por instancia de los ex-
portadores o de sus apoderados o representantes legales; el escrito se
presenta en la Delegación o Subdelegación de Hacienda competente en
el territorio de la Aduana por donde la exportación se verifique, en
unión de la documentación que justifique suficientemente la operación
realizada, así como el precio y la cantidad y calidad de la mercancía
«xportada. La Delegación o Subdelegación de Hacienda correspondiente
practica una liquidación provisional teniendo en cuenta la documenta-
ción presentada, la cual, dentro del plazo de seis meses, es objeto de
comprobación por la Inspección del tributo, a fin de que por el mismo
•organismo que hubiese practicado la provisional se formule un proyecto
de liquidación ófefinitiva que se eleva a la aprobación de la Dirección
General de Impuestos sobre el Gasto; aprobada la liquidación definiti-
va, el pago de su importe se realiza por la correspondiente Delegación
o Subdelegación de Hacienda. Una vez realizada la liquidación provi-
sional, y a solicitud del exportador, la Delegación o Subdelegación de
Hacienda competente procederá a satisfacer su importe, siempre que el
interesado constituyere para responder del resultado de la liquidación
definitiva una garantía que el Delegado o Subdelegado de Hacienda con-
sidere suficiente, previo informe favorable de la Abogacía del Estado.
Se prevé en el artículo 5.° la posibilidad de que el Ministerio de Ha-
cienda dicte normas para simplificar el procedimiento de devolución
resumido anteriormente. Y por último, el artículo 6.° establece que a
los exhortadores de mercancías que no gocen del beneficio de la devolu-
ción regulado en este Decreto, se le seguirán devolviendo las cuotas sa-
tisfechas por el concepto de impuesto sobre el gasto, cuando así proceda,
de acuerdo con la legislación vigente.
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CUADRO 8.

DERECHOS TRANSITORIOS DE EXPORTACIÓN

Par-
tida

1
?.
3

4

5
6
7
8

9
10
11
12

13

1

1

ARTICULO

A (1)

Blenda de Reocín
Minerales de hierro
Naranjas amargas, granadas y uvas,

excepto las de Almería y Aledo...
Uvas de Almería y Aledo y las de-

más frutas frescas
Tomate fresco
Kefugo y bornizo
Coicho en planchas
Aceite de oliva en bidones de más

de 20 Kg. de contenido .. .
Aceitunas de verdeo en barriles
Almendra y avellana con cascara...
Almendra y avellana en grano
Pieles sin curtir de ganado menor,

conejo y liebre
Potasa

B
Año:

1. Plátanos y tomate
2. Plátanos y tomate
3. Plátanos y tomate

C (2)

Plátanos

Forma
de

adeudo

P. b.
P. b.

P. n.

P. n.
P. n.
P. b.
P. b.

P. n.
P. n.
P. n.
P. n.

P. n.
P. b.

P. n.
P. n.
P. n.

P. n.

Unidad

Kgs.

1.000
1.000

100

100
100

1 000
1.000

100
100
100
100

100
1.000

deK2O

100
10(i
100

100

Derechos
Pts. M-C

Anejo niim. 2
Arancel

350,55
40 14

30,05

60.10
42 07

1.000,00
2.000,00

200 30
300,47
390,18
740,00

740,00
300,47

42,00
28,00
11,00

1.» 2.a

Libre 42

Derechos
Pts. M-C

Decreto
21 julio 1960

230
10

18

40
28

7O.i
1.800

180
200
2fiO
495

700
200

28

28

(1) En el Anejo número 2 a los Aranceles de Aduanas vigentes, la partida 1 comprendía dos
apartados: a) Btenda de Reoefn, y 6) Las demás. Este segundo apartado ha sido suprimido por el
Decreto de 21 de julio de 1960. También han sido. suprimidas las partidas que en dicho Anejo
ntimero 2 ai Arancel figuraban del siguiente modo: 6. Castañas, pasas, hioos secos, puliros de alba-
ricoQue, melocotón y otra* frutas; 11. Albaricoqu» seco. De la actual partida 6 (refugo y bornizo)
han sido suprimidos loe desperdicios granulados y serrín de corcho, que figuraban en la partida 7
(refugo, bornizo, desperdicios granulados y serrín de corcho) del Anejo número 2 al Arancel. En
el mismo sentido, la actual partida 9 comprende las «aceitunas de verdeo en barriles», mientras
que el Anejo número 2 al Arancel designaba simplemente las «aceitunas de verdeo» (partida 10).

(2) La actual partida 1 comprendía en el Anejo número 2 a] Arancel, dos apartados: a) Plá-
tanos: 7 6) Las demás frutas. Este apartado ha sido suprimido por el Decreto de 21 de julio
da 19«0.

238



LA POLÍTICA TRIBUTARIA Y PRESUPUESTARIA EN 1960

La Orden del Ministerio de Hacienda de 14 de diciembre de 1960
(B. O. del E. de 20 de diciembre) aplica los beneficios del anterior De-
creto a las mercancías comprendidas en las partidas números 50.02 a
62.05, ambas inclusive, y 65.01, 65.02, 65.03, 65.04, 65.05 y 66.01 del vi-
gente Arancel de Aduanas. Las partidas 50.02 a 62.05 están incluidas en
los capítulos 50 (seda, borra de seda—«Shappe»—y borrilla de seda);
51 (textiles sintéticos y artificiales continuos); 52 (textiles metálicos y
metalizados); 53 (lanas, pelos y crines); 54 (lino y ramio); 55 (algo-
dón); 56 (textiles sintéticos y artificiales discontinuos); 57 (las demás
fibras textiles vegetales; hilados de papel y tejidos de papel hilado);
58 (alfombras y tapices, felpas, tejidos rizados y tejidos de oruga o fel-
pilla—«chenille»—; cintas, pasamanería, tules; tejidos de mallas anu-
dadas—Red—; puntillas, encajes y blondas; bordadas); 59 (guatas y
filtros; cuerdas y artículos de cordelería; tejidos especiales, tejidos im-
pregnados o recubiertos; artículos de materias textiles para usos téc-
nicos); 60 (géneros de punto); 61 (prendas de vestir y sus accesorios,
tejidos); y 62 (otros artículos de tejidos confeccionados). Las partidas
65.01, 65.02, 65.03, 65.04 y 65.05, pertenecen al capítulo 65 (sombreros
y demás tocados y sus partes componentes), y la partida 66.01 incluye
paraguas, sombrillas y quitasoles, incluidos los paraguas-bastones y qui-
tasoles-toldos y análogos.

Y finalmente, dentro de las normas dictadas en fomento de las ex-
portaciones, el Decreto de la Presidencia del Gobierno número 1.339/
1960, de 21 de julio, reduce los derechos transitorios de exportación,
en uso de la autorización contenida en el artículo 12 del Decreto-Ley
de Ordenación económica de 21 de julio de 1959. Como se recordará,
este Decreto estableció unos derechos transitorios de exportación, con
vigencia máxima de tres años, y reducciones anuales hasta su total su-
presión. La reducción acordada en.julio de 1960 actúa sobre los dere-
chos fijado9 en el anejo número 2 del Decreto de 30 de mayo de 1960,
por el que se aprobaron los Aranceles de Aduanas, que queda sustituido
por el anejo único al Decreto de 21 de julio. En el Cuadro 8 puede
observarse la reducción de <Jue han sido objeto estos derechos a la
exportación con relación a los establecidos por el anejo número 2 al
Arancel de Aduanas.

Cerramos este grupo de modificaciones en el régimen arancelario y
aduanero haciendo notar que diversos artículos del vigente texto refun-
dido de las Ordenanzas Generales de la Renta de Aduanas han sido
modificados, en uso de la facultad concedida por la disposición adicio-
nal 4.* de la Ley Arancelaria, por Ordenes ministeriales de 23 de junio,
7 y 21 de julio. Las modificaciones afectan a los artículos 119, 120, 121,
128, 133, 134, 135, 137, 138, 139, 140, 141, 142, 143, 144, 145, 146, 147,
148, 149, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 168 y 169, y obedecen a la
necesidad de ajustar las Ordenanzas al nuevo Arancel y disposiciones
relativas al mismo.
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c) Modificaciones en diversos tributos.
Ha sido realmente copiosa la legislación urifcutftró platicada en 1960.

Además de las normas a que nos hemos referido en los apartados a) y b),
destacaremos ahora aquellas que, a nuestro juicio, presentan un mar-
cado interés por sus repercusiones en el ordenamiento financiero es-
pañol.

La labor refundidora de textos positivos solamente se ha proyectado,
en 1960, sobre dos figuras tributarias: el Timbre del Estado, que, como
es sabido, no sólo comprende el impuesto sobre documentos del tráfico
patrimonial propiamente dicho, sino también otros impuestos sobre el
gasto y tasas, y el impuesto sobre Grandezas y Títulos nobiliarios, Ho-
nores y condecoraciones. Por Decreto número 369/1960, de 3 de marzo,
dictado en uso de la autorización concedida al Ministro de Hacienda
por la Ley de modificaciones tributarias de 23 de diciembre de 1959,
se ha aprobado el nuevo texto refundido de la Ley y Tarifas de Timbre
del Estado, en el que se recogen todas las modificaciones habidas hasta
esa fecha desde la promulgación del anterior, de 14 de abril de 1955.
Continúa vigente, hasta que se dicte el nuevo, el Reglamento de 22 de
junio de 1956. Es de advertir que en la Ley de modificaciones tributa-
rias, aprobada por las Cortes a finales de 1960, ya se introducen reto-
ques en los artículos 18, 21, 22, 23, 89 y 62 del texto legal vigente, así
como en los números 15, 16, 18 y 32 de las tarifas, cuyas escalas queda
autorizado a establecer el Ministro de Hacienda, sin exceder de los
topes máximos fijados en la citada Ley. Las modificaciones introducidas
en el articulado de la Ley del Timbre se califican de refundición de gra-
vámenes, especialmente referida al tráfico mercantil. Se aduce que «ello
está en consonancia con uno de los postulados de la reforma tributaria,
cual es el de reducir la presión fiscal indirecta. Si en vez de abonar
timbre por los variados documentos que se producen en cada operación
mercantil se hace por uno solo, el contribuyente encontrará mayores
facilidades, la acción inspectora se limitará a un solo aspecto y será
estimulada la mecanización administrativa de las empresas». Sin des-
conocer las razones anteriores, no es posible olvidar que la refundición
aprobada lleva anejo el abandono de la base documental del impuesto,
lo cual desnaturaliza por completo el impuesto del Timbre propiamente
dicho, convirtiéndolo casi en un impuesto a las ventas.

El texto refundido de la Ley Reguladora del Impuesto sobre Títulos
y Honores ha sido aprobado por el Decreto número 1.453/1960, de 7
de julio, dictado también en uso de la autorización contenida en el
apartado b) del artículo 21 de la Ley de modificaciones tributarias de
23 de diciembre de 1959. Además de ordenar y sistematizar las normas
reguladoras de este impuesto, el nuevo texto refundido eleva las tarifas
que, sin modificaciones, se venían aplicando desde el año 1922. Se trata,
pues, de una actualización de tipos de gravamen y bases impositivas,
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«qo» ai • ¡ • n tiemp* otorga u» trato favorable a las transmisiones di-
rectas de grandezas y títulos.

Reviste gran importancia en la esfera de la Administración Local el
régimen esspecial de carácter orgánico y económico aprobado para el
Municipio de Barcelona por el Decreto número 1.166/1960, de 23 de
mayo. Esta Ley—puesto que la disposición tiene rango legal al estar
dictada de acuerdo con el artículo 94 de la Ley de Régimen Local, que
autoriza al Gobierno para aprobar con carácter legal un régimen espe-
cial orgánico y económico para Madrid y Barcelona, así como para otras
ciudades cuyas circunstancias lo aconsejen—responde a la necesidad ge-
neralmente apreciada en todos los países de que las grandes urbes se
gobiernen por un régimen especial, distinto, por tanto, del común es-
tablecido para los demás Municipios del país, que les permita un mejor
cumplimiento de sus fines. El régimen especial de Barcelona, como de-
cimos, es orgánico y económico. En este segundo aspecto pretende, fun-
damentalmente, incrementar de manera sustancial los ingresos munici-
pales, así como estructurar los sistemas de exacción «en forma que
procuren la máxima economía administrativa en su aplicación, más
una justa distribución de las cargas fiscales y la reducción de la presión
tributaría indirecta, evitando en lo imposible la existencia de servicios
paralelos, estatales y locales». Sin embargo, en la regulación de la Ha-
cienda municipal contenida en el Decreto que comentamos se aprecian
defectos importantes de técnica tributaria y declaraciones de principios
que carecen de eficacia alguna. Debe igualmente considerarse desacer-
tada la extensión del régimen de evaluación global de bases impositivas,
que, sin duda, originará graves trastornos en la gestión de las exaccio-
nes municipales, al igual que ha sucedido en la esfera estatal. Las nor-
mas del Decreto de 23 de mayo de 1960 deberán ser objeto de desarrollo
reglamentario.

Precedido por una vasta campaña de propaganda en la Prensa dia-
ria, el Ministro de Hacienda sometió a las Cortes, a mediados del mes
de junio de 1960, un proyecto de «Ley de Bases por el que se crean
determinados Fondos Nacionales para la aplicación social del Impuesto
y el Ahorro». El proyecto destinaba el producto de dos impuestos ya
existentes en nuestro sistema tributario—la Contribución general sobre
la renta y el impuesto de emisión y negociación de valores mobiliarios—
y un recargo que se creaba sobre las adquisiciones de bienes a título
lucrativo, en cuanto cada participación individual en las mismas exceda
de diez millones de pesetas, a determinados fines de carácter «social»:
a fomentar el principio de igualdad de oportunidades, la asistencia so-
cial y la protección al trabajo. El producto de esos impuestos nutría
ciertos Fondos nacionales, de los que luego se hablará. Para la admi-
nistración del producto de estos impuestos con destino determinado se
•creaban unos Patronatos Nacionales. A más de ello, se creaba también
un «Fondo de Crédito para la difusión de la propiedad mobiliaria»,
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nutrido con recursos procedentes de las cuentas de ahorro de la Banca
y Cajas de Ahorro.

Las profundas modificaciones que el proyecto introducía en la es-
tructura y dinámica presupuestarias, en el cuadro de competencias de
la Administración pública y en el desarrollo futuro de los impuestos
especialmente afectados, dieron lugar a la presentación de numerosas
enmiendas al mismo en las Cortes y a un intenso debate sobre el texto^
que fue objeto de varias reformas al convertirse en Ley. No obstante,
la afección especial del producto de tres impuestos, que originan la
consiguiente creación de tres Fondos nacionales (16), sigue siendo el
nervio de la Ley. Realmente no existen razones técnicas que justifique
en la Hacienda moderna el destino determinado de impuestos que si-
guen integrados en el Presupuesto del Estado. Para el cumplimiento
le los fines a que responde la creación de tres de los Fondos naciona-
les, 1.°, fomento del principio de igualdad de oportunidades; 2.°, asis-
tencia social, y 3.°, protección al trabajo, no es necesario afectar espe-
cialmente el producto de ciertos impuestos; basta, en efecto, con dispo-
ner del montaje de recursos obtenidos en el Presupuesto según las
directrices políticas del Gobierno en cada momento, al igual que sucede
con las demás atenciones a cubrir por el Estado. La afectación especial
iel impuesto producirá, por fuerza, un anquilosamiento del mismo, par-
ticularmente grave en el caso de la Contribución general sobre la renta.
En este sentido resulta paradójico que una finalidad tan claramente so-
:ial cual es la de procurar la redistribución de las rentas a través del
impuesto personal sobre las más elevadas, se vea frustrada al afectarse
el producto del impuesto a un fin determinado. A ello contribuirá, ade-
más, la curiosa modificación introducida por el artículo 3.° de la Ley (17)
sn orden a la estructura presupuestaria de los créditos a financiar con
la Contribución general sobre la renta y de los ingresos derivadcs de
ésta. Es sabido que, según el artículo 33 ds la Ley de Administración
y Contabilidad del Estado, los créditos consignados en el estado le-
tra «A» del Presupuesto constituyen límites máximos de gasto; pues
bien, la Ley número 45/1960, de 21 de julio, por el contrarío, dispone
rjue los créditos para atender a la financiación de los tres Fondos nacio-
nales tendrán la condición de ampliables hasta la cifra a que ascienda
la recaudación por los mencionados tributos. El producto impositivo
y los créditos presupuestarios se condicionan así recíprocamente; no
resulta aventurado afirmar que la Contribución general sobre la renta,
así como el impuesto de emisión y negociación de valores mobiliarios,

(16) El cuarto Fondo se crea con las flotaciones de las cuentas de ahorro a que anterior-
mente se hizo referencia.

(17) Lo mismo ocurre con el impuesto de emisión y negociación de valores mobiliarios
i con el recargo sobre las adquisiciones de bienes a título lucrativo, según los artíeoioe li
f 10, respectivamente.
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han alterado totalmente su significado en el sistema tributario espa-
ñol (18).

El Fondo de crédito para la difusión de la propiedad mobiliaria
tiene por objeto «facilitar el acceso a la misma a los españolee que se
encuentren en condiciones para ello». El Estado, dice la Ley, promo-
verá la difusión de ese tipo de propiedad, afectando a la concesión de
créditos con tal finalidad determinados recursos, a que luego nos refe-
riremos. Los créditos podrán facilitarse a las personas físicas no obli-
gadas directamente a presentar declaración por Contribución general
sobre la renta y que deseen adquirir: a) acciones, obligaciones u otros
títulos equivalentes emitidos por la empresa en que el peticionario pres-
te sus servicios; b) títulos de la Deuda Pública, cédulas para inversio-
nes y valores previamente determinados por el Gobierno, de Organismos
autónomos y Sociedades en las que el Estado participé directa o indirec-
tamente, y c) títulos emitidos por Sociedades de inversión mobiliaria.
En cualquier caso, los títulos habrán de hallarse previamente admitidos
a cotización en Bolsa.

La concesión de los créditos está sujeta a un límite máximo por be-
neficiario que señala el Ministro de Hacienda en atención a los ingresos
anuales de aquél, número de hijos y familiares a su cargo, y a las po-
sibilidades generales del ahorro español en cada momento. El plazo
límite de los créditos es de diez años, a unos tipos de interés protegido
que fijará el Ministro de Hacienda, previo informe del Consejo de Eco-
nomía Nacional. Los títulos quedan afectos al cumplimiento de las obli-
gaciones contraídas, para lo cual se depositan en las respectivas entida-
des acreedoras. El beneficiario, como es lógico, puede enajenarlos an-
tes de que se extinga el plazo por el que le fue concedido el préstamo,
en cuyo caso dice la Ley que «deberá proceder a amortizar su importe».
Debe destacarse que ios créditos que se concedan gozarán de exención
de toda clase de impuestos en su otorgamiento y cancelación.

Las facultades que la Ley otorga al Ministro de Hacienda para des-
arrollar esta política de difusión de la propiedad mobiliaria. son impor-
tantes. En efecto, el Ministro puede garantizar, durante un plazo no
superior al de vigencia del préstamo, una rentabilidad mínima de los
valores adquiridos, siempre que se trata de títulos emitidos por Socie-
dades en las que el Estado participe directa o indirectamente. Además,
fija el porcentaje de los saldos de ahorro de las Cajas Generales de
Ahorro y de la Caja Postal de Ahorros que han de ser destinados en
cada ejercicio a la adquisición de valores emitidos por la empresa en
que el peticionario preste sus servicios y de títulos estatales o de Socie-
dades en las que participe el Estado. En el mismo sentido, el Ministro
de Hacienda determina en cada ejercicio la cantidad que las Secciones

(18) El recargo sobre las adquisiciones de bienes a ütolo lucrativo nae« y tomo impuesto
con destino determinado.
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de Ahorro de la Banca privada destinarán a la concesión de préstamos
para la adquisición de títulos emitidos por Sociedades de inversión mo-
biliaria. Por lo demás, ya hemos dicho que los préstamos se conceden
a tipos de interés protegido fijados por el Ministro, lo cual supone la
necesidad de compensar a las entidades de ahorro prestamistas, com-
pensación que se realiza con los fondos que el Ministro habilitará, para
dicho fin (art. 23 de la Ley). Por último, el artículo 25 dispone que la
exención tributaria por el impuesto sobre Sociedades otorgada por la
Ley de 26 de diciembre de 1957 en favor de los fondos de previsión
para inversiones, podrá elevarse hasta un 75 por 100 en las condiciones
y con el alcance que el Ministro de Hacienda determine, cuando se trate
de Sociedades anónimas que, al ampliar su capital, concedan a sus em-
pleados y obreros el 10 por 100 al menos de los títulos emitidos, siempre
que aquéllos efectivamente los suscriban.

La correcta aplicación de las categorías tributarias exige, muchas ve-
ces, no sólo la sistematización y refundición de las normas vigentes, sino
la supresión de figuras impositivas de escasa eficacia y de aquellos be-
neficios tributarios cuya subsistencia no responda ya a las finalidades
para que fueron concedidos. En este sentido, y haciendo uso de las
autorizaciones otorgadas en la Ley de modificaciones tributarias de 23
de diciembre de 1959, han quedado suprimidos en el ordenamiento
tributario español el impuesto de Pagos del Estado, por Decreto nú-
mero 2.166/1960, de 17 de noviembre, así como numerosas exenciones
tributarias en el marco de la contribución territorial, riqueza rústica y
pecuaria y riqueza urbana, en el impuesto sobre rendimientos del tra-
bajo personal, en el impuesto sobre rentas del capital, en el impuesto
sobre Sociedades, en el impuesto de Derechos reales, impuesto sobre el
caudal relicto, impuesto sobre los bienes de las personas jurídicas, im-
puesto de Timbre, impuesto de Derechos reales y Timbre, impuestos de
emisión y negociación o transmisión de valores mobiliarios, impuesto
de pagos del Estado (con anterioridad a su supresión), impuesto sobre
hilados, impuesto sobre los transportes, interiores e impuesto sobre el
lujo, por Decreto número 1.637/1960, de 10 de agosto.

En el campo de las tasas y exacciones parafiscales se han dictado
durante el año 1960 numerosos Decretos de convalidación, pero, hasta
la fecha, no se ha publicado la relación de tasas y exacciones que deben
quedar subsistentes según dispone la disposición transitoria 5.a de la
Ley de 26 de diciembre de 1958.-Dos disposiciones importantes de apli-
cación general a todas las tasas y exacciones convalidadas han sido el
Decreto número 1.638/1960, de 21 de julio, y la Orden ministerial de
Hacienda de 23 de julio de 1960. La primera de ellas dicta normas sobre
reglamentación de las tasas y exacciones parafiscales, recordando que
las disposiciones reglamentarias en la materia es conveniente que ema-
nen exclusivamente del Ministerio de Hacienda, con el fin de lograr la
sistematización tributaria de las figuras mencionadas. No obstante, la
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agilidad del sistema aconseja que los restantes Departamentos ministe-
riales puedan también adoptar medidas y dictar normas sobre organi-
zación interna de los servicios que den lugar al pago de las tasas y
sobre las cuestiones meramente adjetivas que éstas planteen en su apli-
cación, siempre que, a juicio del Ministerio de Hacienda, no impliquen
una modificación de las normas reguladoras contenidas en las Leyes que
las crearon o en los Decretos de convalidación, ni de las emanadas del
expresado Ministerio en lo que se refiere a la gestión, recaudación e ins-
pección dé estos tributos. Con este fin, el Decreto número 1.638/1960,
de 21 de julio, establece el procedimiento que deberá seguirse para que
los Departamentos ministeriales distintos del de Hacienda puedan dic-
tar normas reglamentarias en materia de tasas.

La Orden de 23 de julio de 1960, en cambio, dictada por el Minis-
terio de Hacienda, regula los procedimientos a que había de ajustarse
la recaudación de las tasas y exacciones parafiscales, y establece aquellas
normas de gestión e inspección que se estiman indispensables para el
desenvolvimiento de los servicios correspondientes, normas que tendrán
el carácter de provisionales en atención a las distintas modalidades y
características que presentan las diferentes tasas y exacciones parafisca-
les y hasta que transcurrido un período prudencial pueda llegarse a su
regulación definitiva. Aun cuando los Decretos de convalidación de ta-
sas y exacciones han establecido una cierta claridad en este campo tri-
butario, que con anterioridad a la Ley de 26 de diciembre de 1958 cons-
tituía un verdadero caos, las numerosas tasas convalidadas, el aumento
de tipos impositivos realizado en la mayoría de ellas y la proliferación
de supuestos que dan lugar a la exigibilidad de las mismas, son factores
que sin duda aconsejarán la revisión del sistema con miras a la supre-
sión de todas aquellas que no respondan realmente a una verdadera ne-
cesidad. No es posible olvidar que la existencia de tal número de tasas
y exacciones parafiscales conduce en cierto sentido a una falta de fle-
xibilidad en la vida económica del país.

Finalmente, debemos aludir a las modificaciones tributarias que se
contienen en la Ley de 22 de diciembre de 1960. Ya nos referimos a las
establecidas en el impuesto del Timbre. Además de éstas, el artículo 3.°
establece que en todas las Delegaciones y Subdelegaciones de Hacienda
se constituirá el Jurado de Valoración Urbana, a quien corresponderá,
además de las cuestiones que puedan encomendárseles por disposiciones
posteriores, el trámite y resolución en conciencia de las reclamaciones
que se interpongan por los propietarios de fincas urbanas contra las
evaluaciones llevadas a cabo por el Servicio de Valoración Urbana. El
artículo 6.° del proyecto mencionado introduce una modificación en la
Ley de Tasas y Exacciones Parafiscales de 26 de diciembre de 1958, al
establecer que las tasas se suprimirán, además de por desaparición o
supresión del servicio que las motivó, «cuando su costo resulte atendido
por otros medios». Esta modificación en la Ley de tasas se encuentra
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en la lípea de los razonamientos que hacíamos en el párrafo anterior,
toda vez que resultaría altamente beneficioso encontrar formas de fi-
nanciación para una serie de servicios ajenas al establecimiento de ta-
sas y exacciones parafiseales.

El artículo 2." de la Ley contempla el caso de las liquidaciones cau-
ciónales practicadas en régimen de evaluación global de bases imponi-
bles. El importe de estas liquidaciones que hayan de exigirse como in-
greso a cuenta, no podrá exceder del límite del montante de la cuota
del Tesoro de la última liquidación definitiva girada al respectivo con-
tribuyente, o de la provisional en su defecto. Los ingresos a cuenta
individuales de quienes no hayan sido objeto de liquidaciones anteriores,
ao excederán del total que haya de efectuar el contribuyente de la mis-
ma junta a quien corresponda el de menor cuantía.

El mismo día en que las Cortes aprobaban la Ley de modificaciones
tributarias—19 de diciembre—, el Decreto-Ley número 20/1960, de 15
de diciembre (B. O. del E. de 19 de diciembre), ha establecido impor-
tantes desgravaciones fiscales. Afectan éstas a la imposición indirecta,
y el preámbulo de la disposición citada las estima procedentes, entre
otras razones, por la repercusión de estos impuestos en las economías
modestas. Es claro que el otorgamiento de tan importantes desgrava-
ciones, que supone una verdadera reestructuración de varios sectores
del sistema tributario español, ha resultado necesario por él elevado
montante que los ingresos presupuestarios del estado letra «B» han al-
canzado en el ejercicio de 1960, como vimos en el segundo apartado de
este capítulo. El Gobierno estima que la actual coyuntura económica
del país aconseja una reducción de gravámenes para «situar a nuestro
sistema tributario en la línea que demanda el desarrollo de aquél», se-
gún ha declarado-el Ministro de Hacienda en su discurso ante las Cortes
el mismo día 19 de diciembre. En la primera parte de este capítulo nos
hemos ocupado expresamente del problema planteado con el continuo
aumento del producto tributario- y del freno que el mismo suponía para
el desarrollo del sector privado.

Estas desgravaciones tributarías a que nos referimos han sido otor-
gadas por Decreto-Ley, porque las mismas, según se dice en el preám-
bulo de la disposición, exigen que su tramitación sea sumaria y su pu-
blicación urgente, a fin de que durante el período que transcurra hasta
su entrada en vigor (1 de enero de 1961) el conocimiento anticipado de
las desgravaciones no interfiera el desarollo normal de las actividades
económicas afectadas.

El discurso del Ministro de Hacienda del día 19 de diciembre recoge
con precisión las desgravaciones tributarias concedidas por el Decreto-
Ley número 20/1960, de 15 de diciembre, y por ello lo reproducimos
aquí en la parte que afecta a esta materia. Con relación al impuesto
de Derechos reales, aparte de una serie de bonificaciones en la cuantía
de determinadas bases liquidables y de reducciones de los tipos corres-
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pondientes a las hipotecas mobiliaria9 y a la adjudicación de bienes por
disolución de la sociedad conyugal, se declaran exentos los contratos
sobre bienes muebles de cuantía inferior a 1.500 pesetas; las compra-
ventas de aparatos de uso doméstico; las de productos sujetos a tasa,
cuando en este último caso el comprador fuere el Estado, una Corpo-
ración local o un Organismo paraestatal autónomo, y, finalmente, se
eximen también las cantidades que, sin exceder de 500.000 pesetas, per-
ciba de Compañía o entidad aseguradora el beneficiario de póliza de
seguro de vida cuyo parentesco con el contratante de éste sea el de
cónyuge, ascendiente o descendiente.

En el impuesto de Timbre se concede la exención del de publicidad
para todos los productos marcados con precio inferior a cinco pesetas,
extendiéndose la exención a todos los productos alimenticios, cualquiera
que fuese el importe de los mismos.

En materia de impuestos sobre el Gasto se suprimen, entre otros,
los siguientes conceptos tributarios:

Del libro I :
En el capítulo XVII, sobre las conservas alimenticias, se suprime

la totalidad de los impuestos.
En el capítulo XVIII se exceptúan del gravamen los vinos corrientes

embotellados cuyo valor de venta al público no sea superior a 7,50 pe-
setas litro.

En el capítulo XIX, sobre la sal común, se suprime la totalidad.
En el capítulo XXI, sobre el jabón común, de tocador y dentífricos,

la totalidad.
En el capítulo XXII, sobre los cementos, se suprime el gravamen

en los yesos naturales deshidratados y molturados, y en Jos talcos.
En el capítulo XXVI, sobre los calzados, la totalidad.
En el capítulo XXVII, sobre los muebles, se exceptúan del grava-

men los muebles de madera de pino o chopo, sin tapizar o decorar;
los sommiers y los muebles usados.

En el capítulo XXX, sobre las cerillas y encendedores, se exceptúan
<lel gravamen las cerillas y fósforos de fabricación corriente y los en-
cendedores de fabricación nacional.

Del libro II:
Se suprime en su totalidad el impuesto sobre el carburo de calcio.
En los impuestos sobre el Gasto del segundo Grupo—es decir, los

impuestos sobre el lujo—se suprimen o reducen los siguientes gravá-
menes :

Epígrafe 3.°, que se refiere a vehículos de tracción mecánica. Se
eximen los vehículos de dos o tres ruedas, de fabricación nacional, cuyo
precio en origen o cuyo valor de tasación no exceda de 10.000 pesetas.

En el epígrafe 5.°, artículos para juegos y deportes, se suprime la
totalidad del apartado b) sobre las prendas de vestir y calzado especial-
mente confeccionado para la práctica de los deportes.
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En el epígrafe 9.*, artículos de fotografía y cine, se suprime la to-
talidad.

En e) epígrafe 10, instrumentos y aparatos musicales, se suprime la
totalidad del apartado a) sobre instrumentos musicales de todas clases.

En el epígrafe 11, objetos artísticos y de adorno, se suprime la to-
talidad del apartado h) sobre los cubiertos y cuchillos de todas clases
no comprendidos en otros epígrafes.

En el epígrafe 13, alfombras, tapices y decoración, se suprime la
totalidad del apartado b) sobre determinadas calidades de estos ar-
tículos.

En el epígrafe 15, juguetes, se exceptúan del gravamen los juguetes-
cuyo precio de venta en fábrica no exceda de 300 pesetas.

En el epígrafe 18, artículos varios, se suprime la totalidad del gra-
vamen sobre las estilográficas, lapiceros automáticos y bolígrafos no
comprendidos en el epígrafe de joyería.

En el epígrafe 19, bebidas, condimentos y otros preparados, se ex-
ceptúan las bebidas envasadas y con marca cuando el precio de ^enta
en origen no sea superior a 60 pesetas litro; se suprime asimismo la
totalidad del otro apartado, que gravaba la venta de quesos.

En el epígrafe 21, radio y televisión, se eximen del gravamen Ios-
aparatos radiorreceptores en domicilios particulares y los instalados en
establecimientos dedicados a la venta de receptores de radio.

Las medidas desgravatorias a que acabamos de referirnos afectan,
como quedó dicho al principio, a la imposición indirecta, y dentro de
é9ta, especialmente, a los impuestos sobre el consumo. El Ministro de
Hacienda considera que el sistema tributario español debe ir acortando,
en lo posible, la desproporción existente entre los impuestos directos
e indirectos, a fin de fomentar la elevación del nivel de vida de la
población. Según las declaraciones del Ministro, las medidas desgrava-
torias representan una disminución en los ingresos públicos de algo
más de 1.300 millones de pesetas.

El Decreto-Ley número 21/1960, de 15 de diciembre, publicado tam-
bién en el B. O. del E. del 19 del mismo mes, ha concedido moratoria
y otros beneficios fiscales para el pago de los impuestos de Derechos
reales, caudal relicto, sobre los bienes de las personas jurídicas y con-
tribución urbana. El otorgamiento de estos beneficios obedece, según
el preámbulo de la disposición legal, a tomar en consideración, «de
una parte, al notable desequilibrio que en algunas economías ocasiona
la obligación de satisfacer una elevada suma en virtud de débitos en los
que se ha incurrido, no siempre de mala fe, sino por ignorancia, y,
de otra, la norma de que es preferible señalar al contribuyante el ca-
mino por el que ha de discurrir que sancionarle con una dureza a la
que sólo ante la ineficacia de la advertencia debe recurrirse, por lo
que resulta aconsejable la habilitación de un período durante el cual
los contribuyentes afectados puedan saldar con facilidad sus obliga-
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ciones fiscales pendientes, entrando así en la legalidad y aumentando1

con ello la fuerza moral de la Administración para, en'lo sucesivo, re-
currir a la mayor severidad en la persecución del fraude y en la san-
ción de los que, desatendiendo la oportunidad ofrecida, se sitúen pre-
meditadamente al margen de la Ley».

Se dispone en el Decreto-Ley a que estamos refiriéndonos que los
documentos de toda clase comprensivos de transmisiones sujetas al im-
puesto de Derechos reales que se hallaren fuera de los plazos reglamen-
tarios de presentación en la fecha de publicación del mismo, podrán
presentarse ante las oficinas liquidadoras competentes hasta el 31 de
enero de 1961, inclusive, al objeto de satisfacer el impuesto acogién-
dose al beneficio de quedar exonerados de las multas e intereses de de-
mora en que hubieren incurrido. En las liquidaciones que se giren por
los números 6, 16, 17, 18, 19, 20, 22, 28, 44, 46, 51 y 53 bis de la tarifa
del impuesto, como consecuencia de la presentación de los documentos
a que acabamos de referirnos, gozarán, además del beneficio aludido,
de una bonificación del 50 por 100 en las correspondientes bases.

Estas normas son aplicables a las liquidaciones que se giren por el
impuesto de caudal relicto y por el que grava los bienes de las per-
sonas jurídicas. Con relación a este último, la liquidación del mismo,
en cuanto a las declaraciones que por primera vez se formulen y a las
de los bienes que se adicionen a los ya existentes, se practicará sola-
mente por la anualidad corriente y la última de las vencidas.

En la moratoria concedida se aplicará a los documentos que se
hubieren presentado voluntariamente fuera del plazo establecido por
la legislación del impuesto de Derechos reales y que al entrar en vigor
este Decreto-Ley se hallaren pendientes de liquidación.

Otro de los beneficios concedidos por la disposición a que nos refe-
rimos estriba en la posibilidad de que las oficinas liquidadoras del im-
puesto de Derechos reales concedan el fraccionamiento del pago cuando
el importe de las cuotas de las liquidaciones giradas a que nos refe-
ríamos más arriba por los números 20, 21, 22 ó 46 de la tarifa, y a
cargo de un mismo contribuyente, excediera de un millón de pesetas.
El fraccionamiento del pago se solicitará en la forma que reglamenta-
riamente se determine al presentar los documentos a liquidación, y para
que pueda otorgarse habrá de ser asegurado el pago a satisfacción de la
Administración con la oportuna garantía bancaria o hipotecaria; la
concesión del fraccionamiento llevará implícita la obligación de satis-
facer el interés legal de demora.

Todos los beneficios anteriores serán igualmente de aplicación a
las liquidaciones que las oficinas liquidadoras del impuesto de Derechos
reales hayan de practicar por el impuesto de timbre complementario
correspondiente a los documentos a que se refiere esta disposición. Debe
destacarse que durante el término de moratoria establecido por este
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Decreto-Ley cesará toda actuación investigadora en los impuestos a que
nos hemos referido.

En orden a la contribución urbana se establece que los contribu-
yentes propietarios de fincas urbanas arrendadas que perciban rentas
superiores a las que vengan figurando como base del impuesto, siempre
que el aumento represente una alteración superior al 5 por 100 de la
renta total del inmueble, que a partir de la publicación de la presente
Ley y hasta 31 de enero de 1961, inclusive, declaren ante las oficinas
liquidadoras las rentas efectivas que perciben, quedarán exentos de
multas, recargos y del aumento de cuotas que correspondiere a época
anterior a 1 de enero de 1961. Además, se dispone que los propietarios
de fincas urbanas arrendadas o no que no hayan presentado la declara-
ción reglamentaria de alta a la Hacienda, a efectos del impuesto, de-
berán declarar, antes del 1 de febrero de 1961, los verdaderos valoree
en venta y renta de los referidos inmuebles, en cuyo caso quedarán re-
levados de toda sanción fiscal. La Administración sólo practicará liqui-
dación por atrasos hasta un máximo de tres años a las bases ocultadas
que se declaren correctamente dentro del plazo señalado. Para el dis-
frute de tal beneficio será preciso que concurra la circunstancia de que
la Administración no tenga conocimiento anterior de las bases imposi-
tivas declaradas por actuaciones investigadoras de cualquier clase. El
Ministro de Hacienda queda autorizado para • conceder el fracciona-
miento de pago de las liquidaciones que se practiquen por efecto de
las declaraciones presentadas por los propietarios de fincas urbanas
arrendadas o no que no hayan presentado la declaración reglamentaría
de alta a la Hacienda, a que ya nos hemos referido.

FERNANDO VICENTE-ARCHE DOMINGO.
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